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All VERTENCIA 
Siendo dificil para la mayoría de los es-
pañoles adquirir y consultar los libros vo-
luminosos en que se insertan las leyes fun-
damentales por que la Nación se rige, y 
siendo también, no sólo conveniente sino 
hasta indispensable el conocimiento de las 
mismas, creímos prestar un importante 
servicio a nuestros conciudadanos, publi-
cando un librito sumamente económico, 
que fuese una especie de Cartilla política 
que indicase con toda precisión los prin-
cipales derechos y deberes que todo espa 
ñol debe reclamar y cumplir como miem • 
bro de una nación y de una sociedad culta. 
El lisonjero éxito obtenido con las pri-
meras ediciones, nos ha estimulado para 
aumentar considerablemente el librito á 
fin de incluir en él las disposiciones com-
plementarias de los preceptos constitucio-
nales de aplicación y uso más frecuentes. 
Madrid y Marzo 1894. 
• 
J, Gaixcoae, impresor.
— San Bernardo 86. 
CONSTITUCIÓN 
DE LA 
MONARQUÍA ESPAÑOLA (') 
(PROMULGADA EN 30 OE JUNIO OE 1876) 
TITULO PRIMERO 
DE LOS ESPAÑOLES Y SUS DERECHOS 
Artículo Lo Son españoles: 
Primero. Las personas nacidas en territorio 
español; 
Segundo. Los hijos de padre ó madre espa-
ñoles, aunque hayan nacido fuera de España; 
Tercero. Los extranjeros que hayan obteni-
do carta de naturaleza; 
Cuarto. Los que sin ella, hayan ganado ve-
cindad en cualquier pueblo de la Monarquía. 
La calidad de español se pierde, por adquirir 
naturaleza en país extranjero y por admitir em-
pleo de otro Gobierno sin licencia del Rey (2). 
(I) Se hizo extensiva á les islas de Cuba y Puerto 
Rico por Real decreto de 7 de Abril de 1881. 
(2) Según el artículo 1.° del Real decreto de 17 de 
Noviembre de 1852, son extranjeros: 
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Los que no estuvieren naturalizados, no po-
drán ejercer en España cargo alguno que tenga 
aneja autoridad ó jurisdicción. 
Art. 3. 0/ Todo español está obligado á de. 
fender la patria con las armas, cuando sea lla-
mado por la ley, y á contribuir, en proporción 
de sus haberes, para los gastos del Estado, la 
provincia y del Municipio. 
Nadie está obligado á pagar contribución 
que no esté votada por las Cortes ó por las Cor-
poraciones legalmente autorizadas para impo 
verla (1). 
Art. 4.0 Ningún español, ni extranjero, po 
drá ser detenido sino en los casos y en la forma 
que las leyes prescriban (2). 
Todo detenido será puesto en libertad ó en-
tregado á la Autoridad judicial, dentro de las 
Lo preceptu.ado en este artículo se entenderá sin 
perjuicio de lo que en casos particulares puede esta-
blecerse por los tratados y convenios particulares 
con las demás potencias. 
Véase además el art. 28 de la ley Municipal de 2 de 
Octubre de 1811, y los artículos 17 al 35 que de la ley 
de Extranjería insertamos más adelante. (Apéndice 
primero.) 
(1) Las penas en que incurren los infractores de 
este precepto estrín consignadas en los arts. 223 al 221 
del Código penal. 
(2) Véanse loe artículos 210 al 214, 495 á 497 y el 
503 del Código penal y los 489 á 521 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal de 14 de Septiembre de 1882. 
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Art. 2.0 Los extranjeros podrán establecerse 
libremente en territorio español, ejercer en él 
su industria ó dedicarse á cualquiera profesión 
para cuyo desempeño no exijan las leyes títu-
los de aptitud expedidos por las Autoridades 
españolas (1). 
.1.° Todas las personas nacidas de padres extran-
jeros fuera de los dominios de España; 
.2.° Los hijos de padre extranjero y madre espa-
Sola nacidos fuera de estos dominios, si no reclaman 
la nacionalidad de España; 
.3.° Los que han nacido en territorio español de 
padres extranjeros 6 de padre extranjero y de madre 
española, si no hacen aquella reclamación; 
.4.° Los quo han nacido fuera del territorio de 
Espai"1a de padres que han perdido la nacionalidad es-
pañola; 
•5.° La mujer española que contrae matrimonio 
con extranjero. 
Como parte de los dominios españoles se conside-
ran los buques nacionales sin distinción alguna.. 
Lo mismo dispone la ley sobre extranjería en las 
provincias de Ultramar, fecha 4 de Julio de 1870, 
añadiendo: 
•Los españoles que hayan perdido su nacionalidad.. 
También pueden considerarse como complemento 
de lo preceptuado en éste loe artículos 17 y siguien-
tes del Código civil. 
(1) Según el art. 15 del Código de Comercio vi-
gente, los extranjeros y las compañías constituidas 
eu el extranjero podrán ejercer el comercio en Espa-
ña: con sujeción á las leyes de su país, en lo que se 
refiera é su capacidad para contratar; y á las dispo-
siciones de este Código. en todo cuanto concierna á 
la creación de sus establecimientos dentro del terri-
torio español, a sus operaciones mercantiles y 6.1a 
 
jurisdicción de los Tribunales de la Nación. 
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Art. 6. 0 Nadie podrá entrar en el domicilio 
de un español, ó extranjero residente en Es-
paña, sin su consentimiento, excepto en los ca 
sos y en la 'forma expresamente previstos en 
las leyes (1)9 
El registro de papeles y efectos se verificará 
siempre a presencia del interesado ó de un  in-
dividuo de su familia, y en su defecto, de dos 
testigos vecinos del mismo pueblo. 
Art. 7.0 No podrá detenerse ni abrirse por 
la Autoridad gubernativa la correspondencia 
confiada al correo. 
Art. 8.0 Todo auto de prisión, de registro 
de morada ó de detención de la corresponden 
cia será motivado. 
Art. 9. 0 Ningún español podrá ser coin pen-
do á mudar de domicilio ó residencia sino en 
virtud de mandato de autoridad competente, y 
en los casos previstos por las leyes. 
f Art. 101 No se impondrá jamás la pena de 
confiscación de bienes, y nadie podrá ser pri- 
tas muy varias en duración y grado, según el tiem-
po que la detención ilegal haya durado, desde la mul-
ta de 125 pesetas si no excede aquélla de tres días,  
hasta dieciséis años y un día de reclusión si exce-
diere de un año la detención ilegal.  
(1) Las principales disposiciones que rigen sobre  
la materia son los artículos 546 al 558 de la ley de  
Enjuiciamiento criminal, que transcribimos más ade-
lante. (Apéndice segundo.)  
Va. 's. ^ w° 
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veinticuatro horas siguientes al acto de la de-
tención (1). 
Toda detención se dejará sin efecto ó elevara 
A prisión, dentro de las setenta y dos horas de 
haber sido entregado el detenido al Juez com-
petente. 
La providencia que se dictare, se notificará al 
interesado dentro del mismo plazo (2). 
Art. 5.0 Ningún español podrá ser preso si-
no en virtud de mandamiento de Juez compe-
t ente. 
El auto en que se haya dictado el manda-
miento se ratificará ó repondrá, oído el presun-
to reo, dentro de las setenta y dos horas si-
guientes al acto de la prisión. 
. Toda persona detenida ó presa sin las forma-
lidades legales, ó fuera de los casos previstos 
en la Constitución y las leyes, será puesta en 
libertad á petición suya ó de cualquier español. 
La ley determinará la forma de proceder suma-
riamente en este caso (3). 
(1) Falta á le preceptuado en el art. 4.° de la 
Constitución, el Alcalde que, habiendo detenido á un 
sujeto sin estar en suspenso las garantías constitu-
cionales, no lo entrega a la Autoridad competente en 
el término de yeinticuatro horas. (Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 22 de Abril de 1881.) 
12) Véase la nota al artículo siguiente. 
(3) Los artículos 210 á 214 del Código penal fijan 
las penas en que incurren los que contravienen á los 
preceptos de este artículo y del siguiente, siendo és- 
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¡Art. 12.1 Cada cual es libre de elegir su pro 
fesión y de aprenderla como mejor le parezça. 
Todo espafiol podrá fundar y sostener esta 
plo y del cementerio, que dé á conocer las ceremo-
nias, ritos, usos y costumbres del culto disidente, ya 
sea por medio de procesiones ó letreros, banderas, 
emblemas, anuncios y carteles; 
.3.° Los que funden, construyan 6 abran un tem-
plo 6 cementerio destinado al culto 6 enterramiento 
de una secta disidente, lo pondrán en conocimiento 
del Gobernador de la provincia, en la capital; del 
Subgobernador, en los puntos donde esta Autoridad 
resida, 6 de los Alcaldes de los demás pueblos, cua-
renta y ocho horas antes de abrirlos al público, ma-
nifestando el nombre del director, rector 6 encargado 
del Establecimiento. 
.Igual noticia habrán de dar, si ya no lo hubiesen 
hecho, y dentro del plazo de quince días, á contar 
desde esta fecha, los fundadores 6 encargados de los 
templos y cementerios existentes en la actualidad; 
.4.° Las Escuelas dedicadas á la enseñanza fun-
cionarán con independencia de los templos, sea cual-
quiera el culto á quo éstos pertenezcan, y se conside-
rarán separadas de éstos para todos los efectos le-
gales. 
.Los encargados ó directores de las mismas debe• 
rán ser españoles, y pondrán en conocimiento de las 
Autoridades á quienes se refiere la regla anterior el 
objeto de la enseñanza, sus nombres y títulos acadé-
micos, si los tienen, y los de los Profesores á cuyo 
cargo estén las cátedras; 
.6.° Las reuniones que se celebren dentro de los 
cementerios, así disidentes como católicos, gozarán 
de la inviolabilidad constitucional siempre que en 
ellas no se contravenga expresamente á las Ordenan-
zas y Reglamentos de policía, 6 no se comets alguno 
de los delitos comprendidos y castigados por el Có-
digo penal; 
.6. Las Escuelas y Establecimientos de enseñan-• 
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vado de su propiedad sino por autoridad corn-
petentey por causa justificada de utilidad pú-
blica, previa siempre la correspondiente indem-
nización. 
Si no precediere este requisito, los Jueces 
ampararán y en su caso reintegrarán en la po-
sesión al expropiado (l).t 
VArt. 11.1kLa religión católica, apostólica, ro 
mana, es la del Estado. La nación se obliga á 
mantener el culto y sus ministros.+ 
Nadie será molestado en el territorio español 
por sus opiniones religiosas, ni por el ejercicio 
de su respectivo culto, salvo el respeto debido 
á la moral cristiana. 
No se permitirán, sin embargo, otras ceremo-
nias ni manifestaciones públicas que las de la 
religión del Estado (2). 
(1) Este artículo es derogatorio del 228 del Códi - 
go penal, que esta redactado en armonía con lo pre-
ceptuado en el 14 de la Constitución de 1869. Su com-
plemento es la ley de expropiación forzosa de 10 de 
Enero de 1879. 
(2) Una Real orden circular de 23 de Octubre de 
1876, expedida por la Presidencia del Consejo de Mi - 
nistros, dictaba para la interpretación de este artí cu- 
lo las siguientes reglas: 
.1.° Queda prohibida desde esta fecha toda mani-
festación pública de los cultos 6 sectas disidentes de 
la religión católica fuera del recinto del templo 6 del 
cementerio de las mismas; 
.2.° Para los efectos de la regla anterior, se en-
tenderá manifestación pública todo acto ejecutado so-
bre la vía pública, 6 en los muros exteriores del tem- 
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De reunirse pacíficamente (1). 
De asociarse para los fines de la vida hn 
mana (2). 
De dirigir peticiones individual 6 colectiva 
mente al Rey, á las Cortes y á las Autoridades. 
El derecho de petición no podrá ejercerse 
por ninguna clase de fuerza armada. 
Tampoco podrán ejercerlo indi vidualmente los 
que formen parte de una fuerza armada, sino 
con arreglo á las leyes de su instituto en cuan-
to tenga relación con éste (3). 
Art. 14. Las leyes &etarán las reglas opor 
tunas para asegurar los españoles en el res-
peto recíproco de los derechos que este título 
les reconoce, sin menoscabo de los derechos 
dé la Nación, ni de los atributos esenciales del 
poder público. 
cial del delito que pena dicho artículo y número 
Véase la ley de Imprenta en el apéndice tercero. 
(1) Véase en el apéndice cuarto la ley correspon 
diente. 
(2) Según declaración hecha por el Tribunal Su-
premo en sus sentencias de 28 de Enero y 8 de Octu• 
bre de 1894,1a libertad de asociación que este articn• 
lo sanciona no puede ser más que para fines morales. 
Véase la ley en el apéndice 5.° 
(3) Completan lo en este artículo preceptuado las 
leyes sobre imprenta, reuniones públicas y asocia 
ción. Las vigentes llevan las fechas de 26 de Julio de 
1883, 15 de Junio de 1880 y 30 (le Junio de 1991, que 
más adelante insertamos. 
14 	 tloNSTlTUC U^ s 
blecimientos de instrucción ó de educación, con  
tlrreglo á las leyes.  
Al Estado corresponde expedir los títulos  
profesionales, y establecer las condiciones de  
los que pretendan obtenerlos, y la forma en que  
han de probar su aptitud.  
Una ley especial determinará los deberes de 
 
los profesores y las reglas á que ha  de someter. 
se la enseñanza en los establecimientos de ins-
trucción pública costeados por el Estado, las 
provincias ó los pueblos 
Art. 13. Todo español tiene derecho: 
De emitir libremente sus ideas y opiniones, 
ya de palabra, ya por escrito, valiéndose de la 
imprenta ó de otro procedimiento semejante, 
sin sujeción á la censura previa (1).  
za, sin distinción de cultos, continuarán sujetes a la  
constante inspección del Gobierno, con arreglo á los 
preceptos que contiene el decreto de 29 de Julio  
de 1874.+• (En lo relativo é la moral y a la higiene.) 
 
La 7." esta derogada por la ley de Reuniones de  
1880, que insertamos más adelanté.  
11) Es doctrina del Tribunal Supremo, establecida,  
entre otras muchas, en sentencia de 30 de Abril de 
 
1885, que si la crítica científica y racional de los dog-
mas de la religión católica uo es por sí punible, como 
 
amparada por los derechos reconocidos por la Consti-
tución, caen bajo la sanción del núm. 3." del art. 240 
 
del Código los excesos de palabro, de forma y de in-
tención empleadôs en aquélla para hacer befa tenez 
 
de esos mismos dogmas con propósito de afrenten,  
que es lo que constituye el escarnio, elemento esen- 
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establecer otra penalidad que la prescrita pre 
viamente por la ley. 
TITULO . II 
DR LAS CORTES 
%Art. 18.‘ La potestad de hacer las leyes resi-
de en las Cortes con el Rey.% 
%Art. 19.% Las Cortes se componen de dos 
Cuerpos Cd1gisladores, iguales en facultades: 
el Senado y el Congreso de los Diputados.' 
TITUL 0 III 
DEL SENADO 
1 rt. 20. El Senado se compone: 
Primero. De Senadores por derecho propio; 
Segundo. De Senadores vitalicios nombra-
dos por la Corona; 
Tercero. De Senadores elegidos por las Cor- 
poraciones del Estado y mayores contribuyen 
tes, en la forma que determine la ley. 
El numero de los Senadores por derecho pro-
pio y vitalicios, no podrá exceder de ciento 
ochenta. 
Este número será el de los Senadores elec. 
tivos. 
Art. 21. Son Senadores por derecho propio: 
Los hijos del Rey y del sucesor inmediato de 
CONSTITUCIÓN 	 2 
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Determinarán asimismo la responsabilidad 
civil y penal á que han de quedar sujetos, se-
gún los casos, los Jueces, Autoridades 6 funcio-
narios de todas clases, que atenten á los dere-
chos enumerados en este título. 
Art. 16.` Todos los españoles son admisibles` 
á los empleos y cargos públicos, según su méri-
to y capacidad.% 
Art.16. Ningún español puede ser procesado 
 • 
ni sentenciado sino por el Juez 6 Tribunal com-
petente, en virtud de leyes anteriores al (lelito, 
y en la forma que éstas prescriban. 
Art. 17. Las garantías expresadas en los ar-
tículos 4. 0, 6.0, 6.0 y 9. 0, y párrafos primero, 
segundo y tercero del 13, no podrán suspen 
derse en toda la Monarquía, ni en parte de ella, 
sino temporalmente y por medio de una ley 
cuando así lo exija la seguridad del Estado, en 
circunstancias extraordinarias. 
Solo no estando reunidas las Cortes y siendo 
el caso grave y de notoria urgencia, podrá el 
Gobierno bajo su responsabilidad, acordar la 
suspensión de garantías á que se refiere el pá- 
rrafo anterior, sometiendo su acuerdo á la apro-
bación de aquéllas lo más pronto posible. 
Pero en ningún caso se suspenderán más ga-
rantías que las expresadas en el primer párrafo 
de este artículo. 
Tampoco los Jefes militares 6 civiles podrán 
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Sexto. Tenientes generales del Ejército y 
Vicealmirantes de la Armada, después de dos 
años de su nombramiento; 
Séptimo. Embajadores, después de dos años 
de servicio efectivo, y Ministros plenipotencia-
rios después de,cuatro; 
Octavo. Consejeros de Estado, Fiscal del 
mismo Cuerpo y Ministros y Fiscales del Tri-
bunal Supremo y del de Cuentas del Reino, 
Consejeros del Supremo de la Guerra y de la 
Armada, y Decano del Tribunal de las Ordenes 
militares, después de dos años de ejercicio; 
Noveno. Presidentes 6 Directores de las 
Reales Academias Española, de la Historia, de 
Bellas Artes de San Fernando, de Ciencias 
exactas, físicas y naturales, de Ciencias morales 
y políticas y de Medicina; 
Décimo. Académicos de número de las Cor-
poraciones mencionadas, que ocupen la prime-
ra mitad de la escala de antigüedad en su Cuer-
po; Inspectores genera les de primera clase de 
los Cuerpos de Ingenieros de caminos, minas 
y montes; Catedráticos de término de las Uni-
versidades, siempre que lleven cuatro años de 
antigüedad en su categoría y de ejercicio den-
tro de ella. 
Los comprendidos en las categorías anterio-
res deberán además disfrutar 7.600 pesetas de 
renta, procedente de bienes propios, 6 de suel• 
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la Corona, que hayan llegado á la mayor 
edad. 
Los Grandes de España que lo fuesen por sí, 
que no sean súbditos de otra potencia y acre-
diten tener la renta anual de 60.000 pesetas, 
procedentes de bienes propios inmuebles, 6 de 
derechos que gocen la misma consideración 
legal. 
Los Capitanes generales del Ejército y el Al-
mirante de la Armada. 
El Patriarca de las Indias y los Arzobispos. 
El Presidente del Consejo de Estado, el del 
Tribunal Supremo, el del Tribunal de Cuentas 
del Reino, el del Consejo Supremo de la Guerra 
y el de la Armada, después de dos años de 
ejercicio. 
Art. 22. Sólo podrán ser Senadores por nom-
bramiento del Rey 6 por elección de las Corpo-
raciones del Estado y mayores contribuyentes, 
los espafioles que pertenezcan 6 hayan perte-
necido á una de las siguientes clases: 
Primero. Presidente del Senado 6 del Con-
greso de los Diputados; 
Segúndo. Diputados que hayan pertenecido 
á tres Congreso diferentes ó que hayan ejercí• 
do la diputación durante ocho legislaturas; 
Tercero. Ministros de la Corona; 
Cuarto. Obispos; 
Quinto. Grandes de Espafia; 
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rán por mitad cada cinco años, y en totalidad 
cuando el Rey disuelva esta parte del Senado. 
Art. 26. Los Senadores no podrán admitir 
empleo, ascenso que no sea de escala cerrada, 
títulos ni conde ; oraciones, mientras estuviesen 
abiertas las Cortes. 
El Gobierno podrá, sin embargo, conferirles 
dentro de sus respectivos empleos d categoría, 
las comisiones que exija el servicio público. 
Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo pri• 
mero de este artículo el cargo de Ministro de 
la Corona. 
Art. 26. Para tomar asiento en el Senado se 
necesita ser español, tener treinta y cinco años 
cumplidos, no estar procesado criminalmente ni 
inhabilitado en el ejercicio de sus derechos po-
líticos, y no tener sus bienes intervenidos. 
TITULO IT 
CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 
Art. 27. El Congreso de los Diputados se 
compondrá de los que nombren las Juntas elec• 
torales, en la forma que determina la ley. Se 
nombrará un Diputado á lo menos por cada 
cincuenta mil almas de población. 
Art. 28. Lo. Diputados se elegirán y podrán 
ser reelegidos indefinidamente por el método 
que determine la ley. 
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dos de los empleos que no pueden perderse si-
no por causa legalmente probada, 6 de jubila-
ción, retiro 6 cesantía; 
Undécimo. Los que con dos afios de antela-
ción posean una renta anual de 20.000 pesetas 
ó paguen 4.000 pesetas por cogtribuciones di-
rectas al Tesoro público, siempre que además 
sean títulos del Reino, hayan sido Diputados á 
Cortes, Diputados provinciales 6 Alcaldes en 
capital de provincia 6 en pueblos de más de 
20.000 almas; 
Duodécimo. LA que hayan ejercido alguna 
vez el cargo de Senador antes de promulgarse 
esta Constitución. Los que para ser Senadores 
en cualquier tiempo hubieren acreditado renta 
podrán probarla para que se les compute, al in-
gresar como Senadores por derecho propio, con 
justificación del Registro de la propiedad, que 
certifique que siguen poseyendo los mismos 
bienes. 
El nombramiento por el Rey de Senadores se 
hará por decretos especiales, y con ellos se ex-
presará siempre el título en que, conforme á lo 
dispuesto en este artículo, se funde el nombra-
miento. 
Art. 23. Las condiciones necesarias para ser 
nombrado ó elegido Senador podrán variarse 
por una ley. 
Art. 24. Los Senadores electivos se renova• 
nE. LA MONARQUlA 23 
Art. 33. Las Cortes serán precisamente con  • 
votadas luego que vacare la Corona, ó cuando 
el Rey se imposibilitare de cualquier modo pa-
ra el gobierno. . 
Art. 34. Cada uno de los Cuerpos Colegia 
ladores forma el respectivo reglamento para su 
gobierno interior, y examina, así las calidades 
de los individuos que le componen, corno la le 
galidad de su elección. 
Art. 35. El Congreso de los Diputados nom 
bra su Presidente, Vicepresidentes y Secreta 
ríos. 
Art. 36. El Rey nombra para cada legisla 
tura, de entre los mismos Senadores, el Presi-
dente y Vicepresidentes del Senado, y éste eli 
ge 9us Secretarios. 
Art. 37. El Rey abre y cierra las Cortes, en 
persona, ó por medio de los Ministros. 
Art. 38. No podrá estar rednido uno de los 
Cuerpos Colegisladores sin que también lo esté 
el otro; exceptúase el caso en que el Senado 
ejerza funciones judiciales. 
Art. 39. Los Cuerpos Colegisladores no pue 
den deliberar juntos, ni en presencia del, Rey. 
Art. 40. Las sesiones del Senado y del Con- 
, greco serán públidas, y sólo en los casos que 
exijan reserva podrá celebrarse sesión secreta. 
Art. 41. El Rey y cada uno de los Cuerpos 
Colegislàdores tienen la iniciativa de las leyes. 
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Art. 29 Para ser elegido Diputado se requie-
re ser español, de estado seglar, mayor de edad 
y gozar de todos los derechos civiles. La ley de-
terminará con qué clase de funciones es incom-
patible el cargo de Diputado y los casos de re-
elección. 
Art. 30. Los Diputados serán elegidos por 
cinco afios. 
Art. 31. Los Diputados á' quienes el Gobier-
no 6 la Real Casa confieran pensión, empleo, 
ascenso que no sea de escala cerrada, comisión 
con sueldo, honores 6 condecoraciones, cesarán 
en su cargo sin necesidad de declaración algu-
na, si dentro de los quince días inmediatos á 
su nombramiento no participan al Congreso la 
renuncia de la gracia. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no com-
prende á los Diputados que fueren nombrados 
Ministros de la Corona. 
TITULO V 
DE LA CELEBRACIÓN Y FACULTADES DE LAS CORTES 
Art. 32. Las Cortes se reunen todos los años. 
Corresponde al Rey convocarlas, suspender, 
cerrar sus sesiones y disolver simultánea ó se-
paradamente la parte electiva del Senado y el 
Congreso de los Diputados, con la obligación, 
en este caso, de convocar y reunir el Cuerpo 6 
Cuerpos disueltos dentro de tres meses. 
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Art. 47.  Los Senadores no podrán ser proce 
lados ni arrestados sin previa resolución del 
Senado, sino cuando sean hallados in fraganti 
6 cuando no esté reunido el Senado; pero en 
todo caso se dará cuenta á este Cuerpo, lo más 
pronto posible, para que determine lo que co• 
rresponda. Tampoco podrán los Diputados ser 
proeesados ni arrestados, durante las sesiones, 
sin permiso del Congreso, á no ser hallados in 
fraganti; pero en este caso y en el de ser pro-
cesados ó arrestados cuando estuvieren cerra- 
das las Cortes, se dará cuenta lo más pronto 
posible al Congreso para su conocimiento y re 
solución. El Tribunal Supremo conocerá de las 
causas criminales contra los Senadores y Dipu 
tados, en los casos y en la forma que determi 
ne la ley. 
TITULO VI 
DEL REY Y SUS MINISTROS 
Art. 48. La persona del Rey es sagrada é 
inviolable. 
Art. 49. Son responsables los Ministros. 
Ningún mandato del Rey puede llevarse á 
efecto si no está refrendado por un Ministro, 
que por sólo este hecho se hace responsable. 
Art. 50. La potestad de hacer ejecutar las 
leyes reside en el Rey, y su autoridad se ex 
tiende á todo cuanto conduce á la conservación 
Mir 
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%Art.42% Las leyes sobre contribuciones y 
crédito público se presentarán primero al Con-
greso de los Diputados. 
Art. 43. Las resoluciones en cada uno de 
los Cuerpos Colegisladores se toman á plurali-
dad de votos; pero para votar las leyes se re-
quiere la presencia de la mitad mas uno del 
isómero total de los individuos que lo componen. 
Art. 44. Si uno de los Cuerpos Colegislado• 
res desechara algún proyecto de ley, ó le nega 
re el Rey la sanción, no podrá volverse á pro 
 poner otro proyecto de ley sobre el mismo ob-
jetó en aquella legislatura. 
Art. 45. Además de la potestad legislativa 
que ejercen las Cortes con el Rey, les pertene 
cen las facultades siguientes: 
Primera. Recibir al Rey, al sucesor inme-
diato de la Corona y á la Regencia ó Regente 
del Reino, el juramento de guardar la Constitu-
ción y las leyes; 
Segunda. Elegir Regente 	 Regencia del 
Reino y nombrar tutor al Rey menor, cuando 
lo previene la Constitución; 
Tercera. Hacer efectiva .la responsabilidad 
de los Ministros, los cuales serán acusados por 
el Congreso y juzgados por el Senado. 
Art. 46. Los Senadores y Diputados son  in-
violables por sus opiniones y votos en el ejer-
cicio dp su cargo. 
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da, en la que se pondrá su busto y nombre; 
Séptimo. Decretar la inversión de los fon- 
dos destinados á cada uno de los ramos de la 
Administración, dentro de la ley de Presu 
puestos; 
Octavo. Conferir los empleos civiles, y con 
ceder honores y distinciones de todas clases, 
con arrreglo á las leyes; 
Noveno. Nombrar y  separar libremente é 
los Ministros. 
Art. 55.% El Rey necesita estar autorizado 
por una ley especial: 
Primero. Para enajenar, ceder ó permutar 
cualquiera parte del territorio español; 
Segundo. Para incorporar cualquier otro te• 
rritorio al territorio español; 
Tercero. Para admitir tropas extranjeras en 
el Reino; 
Cuarto. Para ratificar los tratados de alian-
za ofensiva, los especiales de comercio, los que 
estipulen dar subsidios á alguna Potencia ex- 
tranjera, y todos aquellos que puedan obligar 
individualmente á los españoles; 
En ningún caso los artículos secretos de un 
tratado podrán derogar los públicos; 
Quinto. Para abdicar la Corona en suinme-
diato sucesor.• 
Art. 56. El Rey, antes de contraer matrimo 
nio, lo pondrá en conocimiento de las Cortes, á 
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del orden público en lo interior y á la seguridad 
del Estado en lo exterior, conforme á la Cons-
titución y á las leyes. 
Art. 51. El Rey sanciona y promulga las 
leyes. 
k Art. 52.k Tiene el mando supremo del Ejér-
cito y Armada, y dispone de las fuerzas dq mar 
y tierra. 
XArt. 53., Concede los grados, ascensos y re-
compensas militares, con arreglo á las leyes. S 
Art. 54.% Corresponde además al Rey: 
Primero. Expedir los decretos, reglamentos 
ó instrucciones que sean conducentes para la 
ejecución de las leyes; 
Segundo. Cuidar de que en' todo el Reino se 
administre pronta y cumplidamente la jus-
ticia; 
Tercero. Indultar á los delincuentes con 
arreglo á las leyes (1); 
Cuarto. Declarar la guerra y hacer y ratifi-
car la paz, dando después cuenta documentada 
á las Cortes; 
Quinto. Dirigir las relaciones diplomáticas 
y comerciales con las demás Potencias; 
Sexto. Cuidar de la acuñación de la mone- 
(1) ,,as disposiciones vigentes respecto de la gra-
cia de Indulto son: la ley de 19 de Junio de 1870 y 
los artículos 157 al 166del reglamento de 17 de Abril 
de 1890. 
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bón, sucederán por el orden que queda estable -
cido sus Hermanas; su Tia, hermana de su Ma 
dre, y sus legítimos descendientes, y los de sus 
Tíos, Hermanos de D. Fernando VII, si no  es-
tuviesen excluidos. 
Art. 62. Si llegaran á extinguirse todas las 
líneas que se sefialan, las Cortes liarán nuevos 
llamamientos, como más convenga á la Nación. 
Art. 63. Cualquiera duda de hecho ó de de-
recho que ocurra en orden á la sucesión de la 
Corona, se resolverá por una ley. 
Art. 64. Las personas que sean incapaces 
para gobernar, ó hayan hecho cosa por que  me-
rezcan perder el derecho á la Corona, serán ex 
cluídas de la sucesión por una ley. 
Art. 65. Cuando reine una hembra, el Prín• 
cipe consorte no tendrá parte ninguna en el 
gobierno del Reino. 
TITULO VUI 
DE LA MENOR EDAD DEL REY, Y DE LA REGENCIA 
Art. 66. El Rey es menor de edad hasta 
cumplir dieciseis años. 
Art. 67. Cuando el Rey fuere menor de edad, 
el padre ó la madre del Rey, y en su defecto el 
pariente más próximo á suceder en la Corona, 
según el orden establecido en la Constitución, 
entrará desde luego á ejercer la Regencia, y la 
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cuya aprobación se someterán los contratos y 
estipulaciones matrimoniales que deban ser ob • 
jeto de una ley. 
Lo mismo se observará respecto del inmedia - 
to sucesor de la Corona. 
Ni el Rey ni el inmediato sucesor pueden 
contraer matrimonio con persona que por la 
ley esté excluida de la sucesión á la Corona. 
\Art. 57.\ La dotación del Rey y de su fami. 
lia se fijará por las Cortes al principio de cada 
reinado 
Art. 58. Los Ministros pueden ser Senado. 
res 6 Diputados y tomar parte en las discusio-
nes de ambos Cuerpos Colegisladores; pero 
sólo tendrán voto en aquel á que pertenezcan. 
TITULO VII 
DE LA SUCESIÓN A LA CORONA 
Art. 59. El Rey legítimo de España es Don 
Alfonso XII de Borbón. 
Art. 60. La sucesión al Trono de España se• 
guirá el orden regular de primogenitura y re 
presentación, siendo preferida siempre la línea 
anterior á las posteriores; en la misma línea, el 
grado más próximo al más remoto; en el mismo 
grado, el varón á la hembra; y en el, mismo se 
xo, la persona de más edad á la-de menos. 
Art. 61. Extinguidas las lineas de los des 
cendientes legítimos de D. Alfonso XII de Bor. 
1 
DE LA MONARQUÍA 	 31 
en su defecto, el consorte del Rey, y á falta de 
éste, los llamados á la Regencia. 
Art. 72. El Regente, y la Regencia en su ca-
so, ejercerá toda la autoridad del Rey, en cuyo 
nombre se publicarán los ;actos del Gobierno. 
Art. 73. Será tutor del Rey menor la, perso-
na que en su testamento hubiere nombrado el 
Rey difunto, siempre que sea español de naci- 
miento; si no le hubiese nombrado, será tutor 
el padre 6 la madre, mientras permanezcan 
viudos. En su defecto le nombrarán las Cortes; 
pero no podrán estar reunidos los encargos de 
Regente y de tutor del Rey, sino en el padre ó 
en la madre de éste. 
TÍTULO IX 
DE LA ADMINISTRACIÓN DE .JUSTICIA 
Art. 74. Le justicia se administra en nombre 
del Rey. 
Art. 75. Unos mismos Cédigos regirán en 
toda la Monarquía, sin perjuicio de las varia• 
ciones que por particulares circunstancias de-
terminen las leyes. 
En ellos no se establecerá más que un solo 
fuero para todos los españoles en los juicios 
comunes, civiles y criminales. 
Art. 76. A los Tribunales y Juzgados perte- 
nece exclusivamente la potestad de aplicar las 
leyes en los juicios civiles y criminales, sin que 
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ejercerá todo el tiempo de la menor edad del 
Rey. 
Art. 68. Para que el pariente más próximo 
ejerza la Regencia necesita ser español, tener 
veinte años cumplidos, y no estar excluido de 
la sucesión de la Corona. El padre la madre 
del Rey sólo podrán ejercer la Regencia perma-
neciendo viudos. 
Art. 69. El Regente prestará ante las Cor-
tes el juramento de ser fiel al Rey menor y de 
guardar la Constitución y las leyes. 
Si las Cortes no estuvieren reunidas, el Re• 
gente las convocará inmediatamente, y entre. 
tanto prestará el mismo juramento ante el Con-
sejo da Ministros, prometiendo reiterarle ante 
las Cortes tan luego como se hallen congre-
gadas. 
Art . 70. Si no hubiere ninguna persona á 
quien corresponda de derecho la Regencia, la 
nombrarán las Cortes, y se compondrá de una, 
tres ó cinco personas. 
Hasta que se haga este nombramiento, go-
bernará provisionalmente el Reino el Consejo 
de Ministros. 
Art. 71. Cuando el Rey se imposibilitare 
para ejercer su autoridad, y la imposibilidad 
fuese reconocida por las Cortes, ejercerá la Re-
gencia, durante el impedimento, el hijo primo- 
génito del Rey, siendo mayor de dieciseis años; 
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TITULO X 
DE LAS DIPUTACIONES PROVINCIALES Y DE LOS 
AYUNTAMIENTOS 
\Art. 82. En cada provincia habrá una Dipu-
tación provincial, elegida en la forma que deter. 
mine la ley y compuesta del número de ihdivi-
duos que ésta sefiale (1). 
\Art.88.‘ Habrá en los pueblos Alcaldes y 
Ayuntamientos. Los Ayuntamientos serán novn-
brados por los vecinos á quienes la ley confiera 
este derecho (2). 
-, Art. 84.t La organización y atribuciones de 
las Diputaciones provinciales y Ayuntamientos 
se regirán por sus respectivas leyes. 
Estas se ajustarán á los principios siguientes. 
Primero. Gobierno y dirección de los inte 
reses peculiares de la provincia 6 del pueblo por 
las respectivas Corporaciones; 
Segundo. Publicación de los presupuestos, 
cuentas y acuerdos de las mismas; 
Tercero. Intervención del Rey, y en su caso 
de las Cortes, para impedir que las Diputacio. 
nes provinciales y los Ayuntamientos se extra-
limiten de sus atribuciones en perjuicio de los 
intereses generales y permanentes; 
(1) • La ley vigente es la de 29 de Agosto de 1882. 
(2) Rige en esta materia la ley de 28 de Octubre 
de 1877 con las reformas posteriores. 
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puedan ejercer otras funciones que las de juz-
gar y hacer que se ejecute lo juzgado. 
Art. 77. Una ley especial determinará los ca-
sos en que haya de exigirse autorización previa 
para procesar, ante los Tribunales ordinarios, á 
las Autoridades y sus agentes (1). 
Art. 78. Las leyes determinarán los Tribu 
 • 
nales y Juzgados que ha de haber, la organiza-
ción de cada uno, sus falcultades, el modo de 
ejercerlas y las calidades que han de tener sus 
individuos. 
Art. 79. Los juicios en materias criminales 
serán públicos, en la forma que determinen las 
leyes. 
Art. 80. Los Magistrados y Jueces serán 
inamovibles y no podrán ser depuestos, suspen-
didos hi trasladados, sino en los casos y en la 
forma que prescriba la ley orgánica de Tribu-
nales. 
Art. 81. Los Jueces son responsables perso-
nalmente de toda infracción de ley que co• 
metan. 
(1) El art. 30 de la Constitución de 1869, además 
de no exigir la previa autorización para procesar an-
te los Tribunales ordinarios á loe funcionarios públi-
cos, contenía un párrafo que decía: 
.El mandato del superior no eximirá de responsa-
bilidad en los casos de infracción manifiesta, clara y 
terminante de una prescripción constitucional. En 
los demás casos sólo eximirá a los agentes que no 
ej erzan autoridad.. 
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propuesta del Rey, la fuerza militar permanen-
te de mar y tierra. 
TITULO XIII 
DEL GOBIERNO DE LAS PRO PINCIAS DE ULTRAMAR 
M 
Art. 89. Las provincias de Ultramar serán 
gobernadas por leyes especiales; pero el Go-
bierno queda' autorizado para aplicar las mis-
mas, con las modificaciones que juzgue conve-
nientes y dando cuenta á las Cortes, las leyes 
promulgadas O que se promulguen para la Pe-
nínsula (1). 
Cuba y Puerto Rico serán representadas en 
las Cortes del Reino en la forma que determine 
una ley especial, que podrá ser diversa para 
cada una de las dos provincias (2). 
(1) Con leves variantes se ban declarado vigentes 
en Cuba y Puerto Rico: el Código penal de la Penin-
sula, en 23 de Mayo de 18'19 y la ley de Enjuiciamien-
to criminal en 19 de Octubre de 1888. El Código pe-
nal rige en Filipinas desde 1885 y el civil para Ultra-
mar es el mismo que el de la Península. 	 • (2) En esta materia rige actualmente en Cuba y 
Puerto Rico el decreto de reforms electoral de 27 de 
Diciembre de 1892. 
i 
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Y cuarto. Determinación de sus facultades 
en materia de impuestos, á fin de que los pro-
vinciales y municipales no se hallen nunca en 
oposición con el sistema tributario del Estado. A 
TITULO XI 
DE LAS CONTRIBUCIONES 
%Art.86.1 Todos los años presentará el Go-
bierno á las Cortes el presupuesto general de 
gastos del Estado para el año siguiente y el 
plan de contribuciones y medios para llenarlos, 
como asimismo las cuentas de la recaudación é 
inversión de los caudales públicos, para su exa-
men y aprobación. 
Si no pudieran ser votados antes del primer 
día del año económico siguiente, regirán los del 
anterior. siempre que para él hayan sido discu-
tidos y votados por las Cortes y sancionados 
por el Rey. 
Art. 86.E El Gobierno necesita estar autori-
zado por una ley para disponer de las propie-
dades del Estado y tomar caudales á préstamo 
sobre el crédito de la Nación., 
¡Art. 874 La Deuda pública está bajo la sal-
vaguardia especial de la Nación. t 
TITULO XII 
DE LA FUERZA MILITAR 
Art. 88.1 Las Cortes fijarán todos los años, á 
APÉNDICE PRIMERO 
CONDICIÓN CIVIL de los extranjeros.—Sus 
derechos y obligaciones.—(Artículos 17 al 
35 del Real decreto de 17 de Noviembre de 1852.) 
(Complemento del art. 2.° de la Constitución.) 
Art. 17. Todos los extranjeros, así avecinda. 
dos como transeuntes, tendrán derecho á entrár 
y salir libremente de los puertos y poblaciones 
de España, y de transitar con igual libertad en 
su territorio, sujetándose á las reglas estable. 
cillas por las leyes para los súbditos españoles, 
asf como á los reglamentos de puertos y po. 
liefa. 
Art. 18. Pueden también adquirir y poseer 
bienes inmuebles, ejercer las industrias, y to. 
mar parte en todas las empresas que no estén 
reservadas por las leyes y disposiciones vigen-
tes á loe súbditos españoles. 
Art. 19. Los extranjeros domiciliados pue. 
den ejercer el comercio por mayor y por menor, 
bajo las condiciones que para los españoles es-
tablecen las leyes y reglamentos, y tendrán de 
recho á disfrutar de todos los aprovechamien• 
^ 
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ñoi, aunque conserven la nacionalidad extran-
jera. 
Art. 25. Ningún extranjero podrá profesar 
en España otra religión que no sea la católica, 
apostólica, romana. 
Art. 26. No podrán tampoco participar de 
los derechos políticos pertenecientes á los es- 
pañoles, ni obtener beneficios eclesiásticos de 
ninguna clase, ni pescar en las costas de Espa-
ña, ni hacer con sus buques el comercio de  ca. 
 botaje. 
Art. 27. Tampoco podrán los extranjeros 
ejercer los derechos municipales en las eleccio-
nee para los Ayuntamientos, ni obtener cargos 
municipales, ni empleo en las diversas carreras 
del Estado, si no renuncian expresamente por 
• sí y por sus hijos la exención del servicio mi-
litar, y á toda protección extraña en lo relativo 
al servicio de sus cargos. 
Para hacer esta renuncia, que se verificará 
ante la Autoridad superior civil de la provincia, 
y de la cual se harán las anotaciones corres-
pondientes en las matrículas respectivas, debe 
hallarse inscrito con antelación en la clase de 
extranjero domiciliado. 
Art. 28. En los abintestatos de los extran-
jeros domiciliados y transeuntes, la Autoridad 
loca!, de acuerdo con el Cónsul de la Nación 
del finado, formará el inventario de los bienes 
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tos comunes del pueblo en donde tengan su  do-
micilio. 
Art. 20. Los transeuntes podrán hacer el co 
 mercio por mayor con sujeción á las leyes y 
disposiciones que rigen en el Reino. 
Art. 21. Así los domiciliados como los tran 
seuntes, están obligados al pago de los impues 
tos y contribuciones de todas clases que corres. 
pondan á los bienes raíces de su propiedad, y 
al comercio 6 industria que ejercieren, con arre-
glo á las disposiciones y leyes generales del 
Reino. 
Art. 22. Los domiciliados estarán sujetos 
además al pago de préstamos, donativos y toda 
clase de contribución extraordinaria 6 personal 
de que estarán exceptuados los transeuntes, así 
como á los impuestos municipales, vecinales y 
provinciales. 
Art. 23. Unos y otros estarán exentos de 
las cargas concejiles personales. Pero los  do-
miciliados que tengan casa abierta por sí es 
tarán sujetos á las cargas de alojamiento y ba- 
gajes. 
Art. 24. Así los domiciliados como los tran• 
seuntes y sus hijos, cuando no hayan optado 
por la nacionalidad espafiola, estarán exen- 
tos del servicio.nilitar. 
Esta excepción no alcanza á los nietos cuan 
do sus padres han nacido ya en territorio espa- 
CONDICIÓN CIVIL DE LOS EXTRANJEROS 41 
bla el artículo anterior, es meramente pasivo, y 
no gozarán de él los extranjeros domiciliados 
y transeuntes ,en los casos siguientes: 
1.0 En los delitos de contrabando; 
2.0 En los juicios que procedan de opera- 
ciones mercantiles; 
3.0 En los delitos de sedición, y los demás 
que deben ser juzgados con arreglo á la ley 
de 17 de Abril de 1821; 
4.0 En los delitos cometidos á bordo y en 
alta mar, y en los juicios de presas; • 
6.° En las causas por tráfico de negros; 
6.0 En los juicios de faltas en que según el 
Código penal no lo gozan los españoles de nin- 
g una condición ni estado. 
En todos estos casos serán competentes para 
juzgar á los expresados extranjeros los Tribu-
nales y Jueces establecidos respectivame nte 
por las leyes. 
Art. 32. Los extranjeros domiciliados y 
transeuntes tienen derecho á que por los Tri- 
bunales españoles se les administre justicia con 
arreglo á las leyes en las demandas quo enta-
blen para el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas en España, ó que deban cumplirse 
en España, ó cuando versen sobre bienes sitos 
en territorio español. 
Art. 33. En los negocios entre extranjeros 
ó contra extranjeros, aunque no procedan de 
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y efectos, y adoptará las disposiciones conve-
nientes para que estén en segurr•custodia hasta 
que se presente el heredero legítimo, ó la per• 
sons qué legalmente le represente. 
Así en este caso, como en los de sucesiones 
testamentarias, sólo conocerán los Tribunales 
de las reclamaciones que ocurran sobre embar-
go de bienes de acreedores, y cualquiera otra 
que tenga por objeto el cumplimiento de las 
obligaciones 6 responsabilidades contraídas en 
España, 6 á favor de súbditos españoles. 
Art. 29. Los extranjeras domiciliados y 
transeuntes están sujetos á las leyes de España 
y á los Tribunales españoles por los delitos que 
cometan en el territorio español, y para el cum 
plimiento de las obligaciones que contraigan 
en España, 6 fuera de España, siempre que 
sean á favor de súbditos españoles. 
Art. 30. Mientras que una nueva organiza• 
ción'de los Juzgados y Tribunales del Reino y 
de las diversas jurisdicciones no lo impida, co-
nocerán en primera instancia de los pleitos y 
causas contra los extranjeros domiciliados y 
transeuntes los Gobernadores cíe las plazas 
marítimas y los Capitanes generales en los de-
más puntos; y en las segundas y demás ins-
tancias sucesivas, el Tribunal Supremo de Gue-
rra y Marina y extranjería. 
Art. 31. El fuero de extranjería de que  ha- 
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LEY DE . ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 
Visitas y registro de domicilio. 
(Disposiciones complementarias del art. 6.0 
 de la Constitución) 
Art. 646. El Juez 6 Tribunal que conociere 
de la causa, podrá decretar la entrada y regis-
tro, de dia 6 de noche, en todos loe edificios y 
lugares públicos, sea cualquiera el territorio en 
que radiquen, cuando hubiere indicios de en-
contrarse allí el procesado 6 los efectos 6 instru-
mentos del delito, 6 libros, papeles ú otros ob-
jetos que puedan servir para su descubrimiento 
y comprobación. 
Art. 647. Se reputarán edificios 6 lugares 
públicos para la observancia de lo dispuesto en 
este capítulo: 
1.0 Los que estuvieren destinados á cual-
quier servicio oficial, militar ó civil del Estado, 
de la provincia 6 del Municipio, aunque habi-
ten allí los encargados de dicho servicio 6 los 
de la conservación y custodia del edificio 6 
lugar; 
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acción real ni de acción personal, por obligacio• 
nes contraídas en España, serán, sin embargo, 
competentes los Jueces españoles cuando se 
trate de evitar un fraude, ó adoptar medidas 
urgentes y provisionales para detener á un deu-
dor que intente ausentarse á fin de eludir el 
pago, 6 para la venta de efectos expuestos á 
perderse en almacenes, 6 para proveer interi-
namente de guardador á un demente ú otros 
análogos. 
Art. 34. A los exhortos de los Jueces ex-
tranjeros se dará cumplimiento en todo aquello 
que puede y debe ejecutarse en el Reino, con 
arreglo á las leyes, cuando vengan por el Minis-
terio de Estado, con las formalidades y requisi-
tos de costumbre. Por el mismo Ministerio se 
remitirán los exhortos para las Autoridades ex-
tranjeras. Estos exhortos, cuyo cumplimiento 
no ha de hacerse por los Cónsules españoles, se 
dirigirán precisamente á los Tribunales, Jueces 
y Autoridades extranjeras que deban ejecutar 
las diligencias que se encarguen. 
Art. 35. Son válidos y causan ante los Tri-
bunales españoles los efectos que procedan en 
justicia, los contratos y demás actos públicos 
celebrados fuera del Reino, cuando concurran 
las circunstancias que expresa el Real decreto 
de 17 de Octubre de 1851. 
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los permita, ejecuta por su parte los actos ne-
cesarios que de él dependan, para que puedan 
tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que 
reconoce al domicilio el art 6. 0 de la Constitu- 
ción del Estado. 
Art. 662. Al practicar los registros, deberán 
evitarse las inspecciones inútiles , procurando 
no perjudicar ni importunar al interesado más 
de lo necesario, y se adoptarán todo género de 
precauciones para no comprometer su reputa-
ción, respetando sus secretos si no interesaren 
á la instrucción. 
Art. 663. Los agentes de policía podrán asi 
mismo proceder de propia autoridad al registro 
de un lugar habitado, cuando haya mandamien-
to de prisión contra una persona y traten de 
llevar efecto su captura, cuando un individuo 
sea sorprendido en flagrante delito, 6 cuando 
un delincuente, inmediatamente perseguido por 
los agentes de la autoridad, se oculte ó refugie 
en alguna casa. 
Art. 664. Se reputan domicilio para los efec 
tos de los artículos anteriores: 
L° Los Palacios reales, estén no habitados 
por el Monarca al tiempo de la entrada 6 re-
gistro; 
2.0 El edificio ó lugar cerrado, 6 la parte de 
61 destinada principalmente á la habitación de 
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2.0 Los que estuvieren destinados á cual-
quier establecimiento de reunión 6 recreo, fue-
ren ó no lícitos;,  
3.0 Cualesquiera otros edificios ó lugares ce 
rrados que no constituyeren domicilio de un 
particular, con arreglo á lo dispuesto en el ar-
tículo 664; 
4.0 Los buques del Estado. 
Art. 649. Para la entrada y registro en los 
templos y demás lugares religiosos, bastará pa-
sar recado de atención á las personas á cuyo 
cargo estuvieren. 
Art. 660. Podrá asimismo el Juez instructor 
o rdenar en los casos indicados en el art. 646, la 
entrada,y registro, de dia ó de noche, si la ur-
gencia lo hiciere necesario, en cualquier edifi-
cio ó lugar cerrado, 6 parte de él, que constitu-
ya domicilio de cualquier espafiol ó extranjero 
residente en España: pero precediendo siempre 
el consentimiento del interesado, conforme se 
previene en el art. 6. 0 de la Constitución; ó á 
falta de consentimiento, en virtud de auto mo. 
tivado, que se notificará á la persona interesada 
inmediatamente, ó lo más tarde, dentro de las 
veinticuatro horas de haberse dictado. 
Art. 661. Se entenderá que presta su con 
sentimiento aquél que, requerido por quien hu-
biere de efectuar la entrada y registro para que 
• 
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Si no se%ails á'nadie, še, hará constar por 
diligencia, que 'se extenderá con asistencia de 
dos vecinos, los cuales deberán firmarla. 
Art. 567. Desde el momento en que el Juez 
acuerde la entrada y registro en cualquier edi-
ficio 6 lugar cerrado, adoptará las medidas de 
vigilancia convenientes para evitar la fuga del 
procesado 6 la sustracción de los instrumentos, 
efectos del delito, libros, papeles 6 cualesquiera 
otras cosas que hayan de ser objeto del re-
gistro. 
Art. 568. Practicadas las diligencias que se 
establecen en los artículos anteriores, se proce-
derá á la entrada y registro, empleando para 
ello, si fuere necesario, el auxilio de la fuerza. 
Art. 569. El Registro se hará á presencia 
del interesado, 6 de la tersona que legítima-
mente, le represente. 
Si aquél no fuere habido 6 no quisiere concu -
rrir ni nombrar representante, se practicará á 
presencia de un individuo de su familia,  ma-
yor de edad. 
Si no le hu. biere, se hará á presencia de dos 
testigos vecinos del mismo pueblo. 
El Registro se practicará siempre á presen-
cia del Secretario y dos testigos, sin contar los 
de que habla el párrafo anterior, extendiéndose 
acta que firmarán todos los concurrentes. 
La resistencia del interesado, de su represen- 
46 	 AYÉNDICIt II 
cualquier espafiol ó extranjero residente en Es• 
pafia, y de su familia; 
3.° Los buques nacionales mercantes. 
Art. 657. Las tabernas, casas de comidas, 
posadas y fondas, no se reputarán como domi. 
cilio de los que se encuentren 6 residan en ellas 
accidental 6 temporalmente, y lo serán tan sólo 
de los taberneros, hosteleros, posaderos y fon-
distas que se hallen á su frente y habiten allí 
con sus familias, en la parte del edificio á este 
servicio destinada. 
Art. 566. Cuando el edificio ó lugar fueren 
de los comprendidos en el número 2. 0 del ar-
tículo 547, la notificación se hará á la persona 
que se halle al frente del establecimiento de 
reunión ó recreo, ó á quien haga sus veces si 
aquél estuviere ausente. 
Art. 666. Si la entrada y registro se hubie-
ren de hacer en el domicilio de un particular, 
se notificará el auto á éste; y, si no fuere habi. 
do á la primera diligencia en busca, á su encar-
gado. 
Si no fuere tampoco habido el encargado, se 
hará la notificación á cualquiera otra persona 
mayor de edad que se hallare en el domicilio 
prefiriendo para esto á los individuos de la fa-
milia del interesado. 
'APÉNDICE III 
LEY DE IMPRENTA vigente en la I'eninsu- 
la (1), de 26 de Junio de 1883. 
Artículo 1. 0 Para el ejercicio del derecho 
que reconoce á todos los espafioles el párrafo 
segundo del art. 13 de la Constitución de la 
Monarquía y para los efectos de la presente 
ley, se considera impreso la manifestación del 
pensamiento por medio de la imprenta, litogra• 
fía, fotografía ó por otro procedimiento mecá-
nico de los empleados hasta el día, ó que en 
adelante se emplearen para la reproducción de 
las palabras, signos y figuras sobre papel, tela 
ó cualquiera otra materia. 
Art. 2. 0 Los impresos se dividen en libros, 
folletos, hojas sueltas, carteles y periódicos. 
Tienen también la consideración de impre. 
(1) La ley de Imprenta para Cuba y Puerto Rico, 
lleva la fecha de 11 de Noviembre de 1886 y se dife-
rencia considerablemente de la de la Península, es. 
pecialmente desde el art. 13 en adelante, en que son 
completamente distintas. 
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tante, de los individuos de su famfiia y de los 
testigos á presenciar el registro, producirA la 
responsabilidad declarada en el Código penal 
(Pen. 265) A los reos de delito de desobediencia 
grave A la Autoridad, sin perjuicio de que la di-
ligencia se practique. 
Si no se encontrasen las personas ú objetos 
que se busquen, ni apareciesen indicios sospe-
chosos, se expedirá una certificación del acta A 
la parte interesada, si la reclamare. 
• 
• 
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Art. 5.° La publicación del libro no exigirá 
más requisito que el de llevar pie de imprenta. 
Art. 6. 0 Este mismo requisito se llenará en 
todo folleto, y además el de depositar en el 
Grohierno de la provincia, ó en la Delegación 
especial gubernativa, ó Alcaldía de la población 
en que vea la luz, tres ejemplares del mismo en 
el acto de la publicación. 
Art. '.'.°  Los mismos requisitos se llenarán 
al publicar una hoja suelta ó cartel, y además 
presentará el que los publique una declaración 
escrita y firmada que comprenda los particula- 
res siguientes: 
1.0 El nombre, apellido y domicilio del de-
clarante; 
2.0 La afirmación de hallarse éste en el plen o 
uso de los derechos civiles y políticos. 
No será necesaria esta declaración para la 
publicación de las hojas 6 carteles de anuncios 
6 prospectos exclusivamente comerciales, artfs 
ticos 6 técnicos. 
Art. 8. 0 La sociedad 6 particular que pre-
tenda fundar un periódico, lo pondrá en cono• 
cimiento de la primera Autoridad gubernativa 
de la localidad en que aquél haya de publicarse, 
cuatro días antes de comenzar su publicación, 
y una declaración escrita y firmada por el 
fundador, que comprenda los particulares si, 
guientes: 
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sos los dibujos, litografías, fotografías, graba-
dos, estampas, medallas, emblemas, viñetas y 
cualquiera otra producción de esta índole, cuan-
do aparecieren solas y no en el cuerpo de otro 
impreso. 
Art. 3." Se entiende por libro todo impreso 
que, sin ser periódico, reuna en un solo volu-
men 4200 ó más páginas. 
Se entiende por folleto todo impreso que, sin 
ser periódico, reuna en un solo volumen más 
de ocho páginas y menos de 200. 
Es hoja suelta todo impreso que, sin ser pe-
riódico, no exceda de ocho páginas.. 
Es cartel todo impreso destinado á fijarse en 
los parajes públicos. 
Se entiende por periódico toda serie de im-
presos que salgan á luz con título constante 
una ó más veces al día, 6 por intervalos de 
tiempo regulares ó irregulares que no excedan 
de treinta. Los suplementos ó números extraor-
dinarios serán comprendidos en esta definición 
para los efectos de la ley. 
Art. 4.0 Se entiende publicado un impreso 
cuando se hayan extraído más de seis ejempla-
res del mismo del establecimiento en que se 
haya hecho la tirada. 
Los carteles se entenderán publicados desde 
el momento en que se fije alguno en cualquier 
paraje público, 
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iguales responsabilidades civiles y criminales 
que si fuese propietario único del periódico. 
Art. 10. Los Directores de los periódicos 
deberán hallarse en el pleno uso de sus dere-
chos civiles y políticos; la suspensión de éstos 
inhabilitará, mientras subsista, para publicar ó 
dirigir el periódico. 
Art. 11. El Director de todo periódico debe-
rá presentar en el acto de su publicación, y 
autorizados con su firma, tres ejemplares de 
cada número y edición en el Gobierno de pro-
vincia, en la Delegación especial gubernativa ó 
en la Alcaldía del pueblo en que se publicase. 
De los periódicos de Madrid se presentarán, 
además, otros tres ejemplares con las mismas 
formalidades, en el Ministerio de la Goberna-
ción; uno de los ejemplares citados será sella-
do y devuelto á la persona que los presente. 
Art. 12. Cuando se transmita la propiedad 
de un periódico, su propietario dará conoci-
miento á la Autoridad gubernativa, presentan-
do el adquirente al mismo tiempo una declara-
ción en los términos expresados en el art. 8.0, 
nú}neros 1.° y 2. 0 
También se dará conocimiento á la Autoridad 
gubernativa cuando se varie el establecimiento 
en que el periódico se imprima, manifestando 
que el nuevo se halla en las condiciones expresa- 
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1.° El nombre, apellidos y domicilio del 
declarante; 
2.0 La manifestación de hallarse éste en el 
pleno uso de los derechos civiles y políticos; 
3.0 El titulo del periódico, el nombre, ape 
llidos y domicilio de su Director, los días en que 
deba ver la luz pública y establecimiento en que 
haya de imprimirse. 
Acompañará además el recibo que acredite 
hallarse dicho establecimiento al corriente en el 
pago de la contribución de subsidio, cualquiera 
otro documento que pruebe hallarse abierto y 
habilitado para furícionar. 
De esta declaración se dará al interesado re-
cibo en el acto. 
Art. 9. 0 La representación de todo periódi-
co ante las Autoridades y Tribunales correspon 
de al Director del mismo, y en su defecto al 
propietario, sin perjuicio de la responsabilidad 
civil 6 criminal que puedan tener otras perso-
nas por delitos 6 faltas cometidos por medio 
del periódico. 
El fundador se considerará propietario mien- 
tras no transmita á otro la propiedad. 
Cuando una Sociedad legalmente constituida 
funde un periódico ó adquiera su propiedad, 
tendrá la representación legal para todos los 
efectos el Gerente que aquélla designe, quien 
gozará los mismos derechos y estará sujeto á 
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cribirse al objeto de la aclaración ó rectifica-
ción. 
Art. 15. El derecho á que se refiere el ar-
tículo anterior, podrá ejercitarse por los cónyu-
ges, padres, hijos ó hermanos de la persona 
agraviada en caso de ausencia, imposibilidad 6 
autorización; y por los mismos, y además por 
sus herederos, cuando el agraviado hubiese fa-
llecido. 
Art. 16. Si el comunicado no se insertase en 
el plazo que fija el art. 14, podrá la Autoridad 6 
particular interesado demandar á juicio verbal, 
con arreglo á las disposiciones de la ley de En• 
juiciamiento civil, al representante del perió-
dico. 
El juicio versará exclusivamente sobre la 
obligación de insertar el comunicado. Si la sen-
tencia fuese condenatoria, se impondrán siem-
pre- las costas al demandado, y se mandará in• 
sertar por cabeza del escrito en uno de los tres 
primeros números que se publiquen después de 
la notificación; en este caso, y si el comunicado 
procediese de una Autoridad, se impondrá ade-
más al representante del periódico una multa 
de 300 pesetas. 
Art. 17. El impresor de todo periódico ten-
drá derecho á exigir que se le entreguen firma -
flos los originales. De ellos no podrá usarse 
contra la voluntad de su autor sino para presen- 
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das en el número 8. 0, y acompañando el docu-  
mento á que éste se refiere.  
Art. 13. Cesará en su publicación el periódi-
co cuando por sentencia ejecutoria se prive al  
que lo represente del uso de sus derechos civi-
les y políticos, y hayan transcurrido cuatro días 
 
desde la notificación de la sentencia sin que un  
nuevo representante haya llenado los requisitos 
 
que establece el art. 8. 0 en lo que se refiere á 
la persona del fundador.  
Art. 14. Todo periódico está obligado á in-
sertar las aclaraciones ó rectificaciones que 
 
le sean dirigidas por cualquier Autoridad, Cor-
poración ó particular que se creyesen ofendidos 
 
por alguna publicación hecha en el mismo, 6 á 
 
quienes se hubiesen atribuido hechos falsos 6 
 
desfigurados.  
El escrito de aclaración 6 rectificación se in-
sertará en el primer número que se publique  
cuando proceda de una Autoridad, y en uno dé 
 
los tres números siguientes á su entrega si pro-
cede de un particular ó Corporación, en plana 
 
y columna iguales y con el mismo tipo de letra 
 á los en que se publicó el artículo ó suelto que 
lo motive, siendo gratuita la inserción siempre 
que no exceda del duplo de lineas de éste, pa-
gando el exceso el comunicante al precio or-
dinario que tenga establecido el periódico. 
El comunicado deberá en todo caso circuns- 
^ 
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vitando previamente el importe de ellas, sin 
cuyo requisito no se admitirá la apelación. El 
Juez resolverá sobre la procedencia ó ilnproce-
dencia de la multa, siguiendo la tramitación de 
las alzadas en los juicios verbales de faltas, 
representando á la Autoridad el Fiscal muni-
cipal. 
Estas infracciones 6 faltas prescribirán en el 
término de ocho días, á contar desde el en que 
se cometieron. 
Art. 20. La introducción y circulación de 
dibujos, litografías, fotografías, grabados, es-
tampas, medallas, emblemas, viñetas y cual-
quiera otra producción de esta índole, y las de 
folletos, hojas sueltas y periódicos escritos en 
idioma español é impresos en el extranjero, po-
drá ser prohibida por acuerdo del Consejo de 
Ministros. 
Art. 21. Quedan derogadas todas las leyes 
y disposiciones especiales relativas á la im-
prenta. 
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tarlos ante loe Tribunales cuando éstos loe re-
clamen 6 en defensa del impresor que pretenda 
eximirse de la responsabilidad que pueda afec -
tarle por la publicación. 
Art. 18. Para los efectos que el Código pe-
nal señala, serán considerados como clandes-
tinos: 
1.0 Todo impreso que no lleve pie de im 
prenta 6 lo lleve supuesto; 
2.0 Toda hoja suelta, cartel ó periódico que 
se publique sin cumplir los requisitos exigidos 
respectivamente por los artículos Z. 0 y 8.0 de 
esta ley: 
3.0 Todo periódico que se publique antes 6 
después respectivamente del plazo de cuatro 
días que establecen los artículos 8. 0 y 13; 
4.0 La hoja suelta, cartel 6 periódico, si re-
sultase falsa en alguno de sus extremos la de-
claración hecha con arreglo A los art. 7.° y 8. 0 
 respectivamente. 
Art. 19. Las infracciones á lo prevenido en 
esta ley, que no constituyan delito con arreglo 
al Código penal, serán corregidas gubernativa- 
mente con las mismas penas que éste señala 
para las faltas cometidas por medio de la im-
prenta. 
De la imposición gubernativa de multas po-
drá apelarse en ambos efectos para ante el Juez 
de instrucción en término de tercero día, depo- 
• 
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cesitan, para celebrarse en las calles, plazas, 
paseos ó cualquiera otro lugar de tránsito, el 
permiso previo y por escrito de las Autoridades 
indicadas en el artículo 1. 0 
Art. 4. 0 A toda reunión pública puede asis-
tir la Autoridad personalmente 6 por medio de 
sus delegados. En caso de asistir personalmen-
te, ocupará el sitio de preferencia, pero sin pre-
sidir ni mezclarse en las discusiones. 
Art. 5.0 La Autoridad mandará suspender ó 
disolver en el acto: 
Primero. Toda reunión pública que se cele-
bre fuera de las condiciones de esta ley; 
Segundo. Todas aquéllas que, habiéndose 
convocado con arreglo á ella, traten de objetos 
no consignados en el aviso, ó se verifiquen en 
sitio diverso del designado; 
Tercero. Las que en cualquiera forma em-
baracen el tránsito público; 
Cuarto. Las definidas y enumeradas en el 
artículo 189 del Código penal; 
Y quinto. Aquéllas en que se cometa 6 se 
trate de cometer cualquiera de los delitos espe 
cificados en el titulo III, libro II, del mismo 
Código. 
En todos estos casos, la Autoridad dará in. 
mediatamente cuenta al Gobierno, y en los dos 
últimos pasará además al Tribunal competente 
el oportuno tanto de culpa. 
APÉNDICE IV 
LEY DE REUNIONES de 15 de Junio 1880 (1). 
Artículo 1. 0 El derecho de reunión pacifica 
que concede A los españoles el art. 13 de la 
Constitución puede ejercitarse por todos, sin 
más condición, cuando la reunión haya de ser 
pública, que la de dar los que la convoquen co-
nocimiento escrito y firmado del objeto, sitio, 
día y hora de la reunión, veinticuatro horas an-
tes, al Gobernador civil en las capitales de pro-
vincia, y A la Autoridad local en las demás po. 
blaciones. 
Art. 2. 0 Por reunión pública, para los efec-
tos de esta ley, se entiende la que haya de cons 
tar de más de veinte personas, y haya de cele-
brarse en edificio donde no tengan su domicilio 
habitual los que la convoquen. 
Art. 3. 0 Las reuniones públicas, procesiones 
cívicas, séquitos y cortejos de igual índole ne- 
(1) Esta ley se hizo extensiva á Cuba por Real 
decreto de 1.° de Noviembre de 1881. 
APÉNDICE V 
LEY DE ASOCIACIÓN (1) de 80 Junio 1887 
Artículo 1. 0 El derecho de asociación que 
reconoce el art. 13 de la Constitución podrá 
ejercitarse libremente, conforme á lo que pre-
ceptúa esta ley. En su consecuencia, quedan 
sometidas á las disposiciones de la misma las 
Asociaciones para fines religiosos, políticos, 
científicos, artísticos, benéficos y de recreo, ó 
cualesquiera otros lícitos que no tengan por 
único y exclusivo objeto el lucro ó la ganancia. 
Se regirán también p( r esta ley los gremios, 
les Sociedades de socorros mutuos, de provi-
sión, de patronato y las cooperativas de 
 pro-
ducción, de crédito ó de consumo. 
Art. 2.0 Se exceptúan de las disposiciones 
de la presente ley: 
1.9 Las Asociaciones de la Religión católica 
autorizadas en España por el Concordato. 
(1) Hecha extensiva á Cuba y Puerto Rico, con 
insignificantes variaciones, por la ley de 12 de Junio 
de 1888. 
, 
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Art. 6.0 Las reuniones á que se refiere el 
artículo 2.0, cuando se celebren por los electo. 
res de una circunscripción durante el período 
electoral, podrán ser suspendidas por el dele-
gado de la Autoridad si incurren en alguno de 
los casos marcados en el art. 60 
La reunión suspendida podrá verificarse den• 
tro de las veinticuatro horas siguientes, silos 
que la convocaron lo ponen en conocimiento de 
la Autoridad; si hubiere lugar en este caso á 
una segunda suspensión, la reunión se enten-
derá definitivamente disuelta. 
Art. 7. 0 No están sujetas á las prescripcio - 
nes de esta ley: 
Primero. Las procesiones del culto católico; 
Segundo. Las reuniones de este mismo cul-
to, y las de los demás tolerados que se verifi-
quen en los templos ó cementerios; 
Tercero. Las que verifican las asociaciones 
y establecimientos autorizados, con arreglo á 
sus estatutos aprobados por la Autoridad; 
Cuarto. Las que tienen lugar en las funcio• 
nes de teatro y demás espectáculos. 
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ó acuerdos por los cítales haya de regirse, ex-
presando claramente en ellos la denominación 
y objeto de la Asociación, su domicilio, la for-
ma de administración 6 gobierno, los recursos 
con que cuente ó con los que se proponga aten-
der á sus gastos, y la aplicación que haya de 
darse á los fondos 6 haberes sociales, caso de 
disolución. 
Las formalidades prevenidas en el párrafo 
anterior se exigirán igualmente, y deberán 11e• 
parse ante el Gobernador de la provincia en 
que se constituya sucursal, establecimiento ó 
dependencia de una Asociación ya formada. 
Del mismo modo estarán obligados los fun• 
dadores, Directores, Presidentes ó representan-
tes de Asociaciones ya constituidas, y de su-
cursales 6 dependencias de las mismas, á pre-
sentar al Gobernador de la provincia respecti-
va dos ejemplares firmados de los acuerdos que 
introduzcan alguna modificación en los contra -
toe, estatutos ó reglamentos sociales. 
En el acto mismo de la presentación se de-
volverá á los interesados uno de los ejemplares 
con la fi rma del Gobernador y sello del Gobier 
no de la provincia, anotando en 01 la fecha en 
que aquélla tenga lugar. 
También estarán obligados los Directores, 
Presidentes ó representantes de cualquier Aso-
ciación á dar cuenta, dentro del plazo de ocho 
i1 
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Las demás Asociaciones religiosas se ragirán 
por esta ley, aunque debiendo acomodarse en 
sus actos las no católicas á los límites señala• 
dos por el art. 11 de la Constitución del Estado; 
2.° Las Sociedades que no siendo de las enu-
meradas en el art. 1. 0, se propongan un objeto 
meramente civil ó comercial, en cuyo caso se 
regirán por las disposiciones del derecho civil 
ó del mercantil, respectivamente; 
3.0 Los institutos ó Corporaciones que exis-
tan ó funcionen en virtud de leyes especiales. 
Art. 3. 0 Sin perjuicio de lo que el Código 
penal disponga relativamente á los delitos que 
se cometan con ocasión del ejercicio del dere-
cho de asociación, ó por la falta de cumplitnien• 
to de los requisitos establecidos por la presen-
te ley para que las asociaciones se constituyan 
ó modifiquen, el Gobernador de la provincia 
impedirá que funcionen y que celebren reunio 
 • 
nes los asociados, poniendo los hechos en cono-
cimiento del Juzgado de instrucción correspon 
diente dentro de las veinticuatro horas siguien-
tes á su acuerdo. 
Art. 4. 0 Los fundadores ó iniciadores de una 
Asociación, ocho días por lo menos antes de 
constituirla, presentarán al Gobernador de la 
provincia en que haya de tener aquélla su do-
micilio, dos ejemplares, firmados por los mis• 
mos, de los estatutos, reglamentos, contratos 
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las prescripciones del Código penal, el Gober 
nador remitirá inmediatamente copia certifica-
da de aquellos documentos al Tribunal 6 Juzga-
do de instrucción competente, dando conoci-
miento de ello dentro del plazo de ocho días 
que fija el párrafo anterior, á las personas que 
los hubiesen prestmtado, ó á los Directores, Pre-
sidentes 6 representantes de la Asociación, si 
ésta estuviese ya constituida. 
Podrá la Asociación constituirse ó reanudar 
sus funciones, si dentro de los veinte días si-
guientes á la notificación del acuerdo á que se 
refiere el párrafo anterior no se confirma por la 
Autoridad judicial la suspensión gubernativa. 
Art. 7. 0 En cada Gobierno de provincia se 
llevará un registro especial, en el cual se toma-
rá razón de las Asociaciones que tengan domi-
lio 6 establecimiento en su territorio á medida 
que se presenten las actas de constitución. 
Se consideran parte integrante del registro 
todos los documentos cuya presentación exige 
esta ley. 
Art. 8. 0 La exitencia legal de las Asocia 
clones se acreditará con certificados expedidos 
con relación al registro, los cuales no podrán 
negarse álos Directores, Presidentes ó repre-
sentantes de la Asociación. 
Ninguna Asociación podrá adoptar una deno-
minación idéntica á la de otra ya registrada 
CONSTITUCIÓN. 	 ô 
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días, de los cambios de domicilio que la Asocia-
ción verifique. 
En el caso de negarse la admisión de los do 
cumentos á registro, los interesados podrán le-
vantar acta notarial de la negativa, con inser-
ción de los documentos, la cual acta surtirá los 
efectos de la presentación y admisión de los 
mismos. 
Art. 6.0 Transcurrido el plazo de ocho días 
que señala el párrato primero del artículo ante-
rior, la Asociación podrá constituirse ó modi- 
ficarse con arreglo á los estatutos, contratos, re-
glamentos ó acuerdos presentados, salvo lo que 
se dispone en el artículo siguiente. 
Del acta de constitución ó de modificación 
deberá entregarse copia autorizada al Goberna -
dor ó Gobernadores respectivos, dentro de los 
cinco días siguientes á la fecha en que se ve
-
rifique. 
Art. 6.0 Si los documentos presentados no 
reunen las condiciones exigidas en el art. 4. 0 , 
el Gobernador los devolverá á los interesados 
en el plazo de ocho días, con expresión de la 
falta de que adolecen, no pudiendo, por consi-
guiente, constituirse la Asociación mientras la 
falta no se subsane. 
Cuando de los documentos presentados en 
cumplimiento del mismo art. 4.0 aparezca que 
la Asociación deba reputarse ilícita, con arreglo 
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rá darse conocimiento por escrito al Goberna• 
dor de la provincia dentro de los cinco días si-
guientes al en que tenga lugar. 
También llevará uno ó varios libros de con-
tabilidad, en los cuales, bajo la responsabilidad 
de los que ejerzan cargos administrativos 6 di-
rectivos, figurarán todos los ingresos y gastos 
de la Asociación, expresando inequívocamente 
la procedencia de aquellos y la inversión de és-
tos. Anualmente remitirá un balance general al 
Registro de la provincia. 
La falta de cumplimiento de lo prevenido en 
este artículo se castigará por el Gobernador de 
la provincia con multa de 50 á 150 pesetas á 
cada uno de los Directores ó socios que ejer-
zan en la Asociación algún cargo de gobierno, 
sin perjuicio de las responsabilidades civiles 6 
criminales que fueren procedentes. 
Art. 11. Las Asociaciones que recauden ó 
distribuyan fondos con destino al socorro ó au-
xilio de los asoci idos, á fines de beneficencia, 
instrucción ú otros análogos, formalizarán se-
mestralmente las cuentas de ingre sos y gastos, 
poniéndolas de manifiesto á sus socios y ent re-
gando un ejemplar de ellas en el Gobierno de 
provincia dentro de los cinco días siguientes 
á su formalización. 
La inobservancia de este artículo se castigará 
por loe medios expresados en el anterior. 
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en la provincia, 6 tan parecidas que ambas pue-
dan fácilmente confundirse, aplicando el Gober. 
nador en este caso lo dispuesto en . el párrafo 
primero del art. 6,o 
Art. 0.0 Los fundadores, Directores, Presi-
dentes ó representantes de cualquier Asociación 
darán conocimiento por escrito al Gobernador 
civil en las capitales de provincia, y á la Autori-
dad local en las demás poblaciones, del lugar y 
días en que la Asociación haya de celebrar sus 
sesiones ó reuniones generales ordinarias, vein-
ticuatro horas antes de la celebración de la pri-
mera. 
Las reuniones generales que celebren 6 pro-
muevan las Asociaciones quedarán sujetas á lo 
establecido en la ley de Reuniones públicas 
cuando se verifiquen fuera del local de la Aso-
ciación ó en otros días que los designados en 
los estatutos ó acuerdos comunicados á la Au-
toridad, 6 cuando se refieran á asuntos extra-
fios álos fines de aquélla, ó sepermitala asisten-
cia de personas que no pertenezcan á la misma. 
Art. 10. Toda Asociación llevará y exhibi-
rá á la Autoridad, cuando ésta lo exija, regis-
tro de los nombres, apellidos, profesiones y do-
micilios de todos los asociados, con expresión 
de los individuos que ejerzan en ella cargo de 
administración, gobierno 6 representación. 
Del nombramiento 6 elección de éstos debe- 
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Art. 13. Los términos que señala esta ley 
para que la Autoridad gubernativa ponga en 
conocimiento de la judicial los acuerdos que 
adopte respecto de las Asociaciones, se enten-
derán ampliados, con arreglo á la de Enjuicia-
miento criminal, en un día por cada veinte ki-
lómetros de distancia cuando la Asociación no 
tenga su domicilio en la capital ó residencia del 
Tribunal competente para instruir las diligen-
cias á que dieren lugar los hechos que motiven 
el acuerdo. 
Art. 14. La Autoridad judicial podrá decre 
tar la suspensión de las funciones de cualquier 
Asociación, desde el instante en que dicte auto 
de procesamiento por delito que dé lugar á que 
se acuerde la disolución. 
Art. 16. La Autoridad judicial será la única 
competente para decretar la disolución de las 
Asociaciones constituidas con arreglo á esta ley. 
Deberá acordarla en las sentencias en que de-
clare ilícita una Asociación, conforme á las dis-
posiciones del Código penal, y en las que dicte 
sobre delitos cometidos en cumplimiento de los 
acuerdos de la misma. 
Podrá también decretarla en las sentencias 
que dicte contra los asociados por delitos come-
tidos por los medios que la Asociación les pro-
porcione, teniendo en cuenta en cada caso la 
naturaleza y circunstancias del delito, la índole 
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Art. 12. La Autoridad gubernativa podrá 
penetrar en cualquier tiempo en el domicilio de 
una Asociación y en el local en que celebre sus 
reuniones, y mandará suspender en el acto toda 
sesión ó reunión en que se corneta ó acuerde 
cometer algunos de los delitos definidos en el 
Código penal. 
El Gobernador de la provincia podrá también 
acordar, especifici.ndo con toda claridad los fun-
damentos en que se apoye, la suspensión de las 
funciones de cualquier Asociación cuando de 
sus acuerdos ó de los actos .de sus individuos, 
como socios, resulten méritos bastantes para 
estimar que pueden reputarse ilícitos, ó que se 
han cometido delitos que deban motivar su di-
solución. 
En todo caso, la autoridad gubernativa, den. 
tro de las veinticuatro boras siguientes A su 
acuerdo, pondrá en conocimiento del Juzgado d  e 
instrucción correspondiente con remisión de 
antecedentes, los hechos que hayan motivado 
la suspensión de la Asociación ó de sus sesio-
nes y los nombres de loe asociadosó concurren-
tes que aparezcan responsables de ellos. 
La suspensión gubernativa de una Asociación 
quedará sin efecto si antes de los veinte días 
siguientes al acuerdo no fuese confirmada por 
la autoridad judicial en virtud de lo prevenido 
en el art. 14. 
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á lo que dispongan lag leyes civiles respecto á 
la propiedad colectiva. 
Art. 19. Quedan derogadas todas las dispo-
siciones anteriores en cuanto se opongan á la 
presente ley. 
ARTÍCULO ADICIONAL 
Las Asociaciones existentes quedan someti 
das á las disposiciones de esta ley, y deberán 
cumplir lo dispuesto en el art. 4. 0, si ya no lo 
hubieren hecho anteriormente, dentro de los 
cuarenta días siguientes á su publicación en la 
Gaceta de Madrid, siéndoles aplicables, si no 
lo verifican dentro de este plazo, lo prevenido 
en el art. 3.0 
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de los medios empleados y la intervención que 
la Asociación haya tenido en el empleo de di-
chos medios y en los hechos ejecutados. 
Art. 16. Decretada por sentencia firme la 
disolución de una Asociación, no podrá cons- 
tituirse otra con la misma denominación, ni 
con igual objeto si éste hubiere sido declarado 
ilícito. Si no lo hubiere sido, y se constituyera 
otra Asociación con igual denominación ú obje• 
to, no podrán formar parte de ella los individuos 
á quienes se hubiese impuesto pena en dicha 
sentencia. 
La suspensión producirá el efecto de impedir 
que se constituya otra Asociación con la misma 
denominación ú objeto de que formen parte in• 
dividuos de la Asociación suspensa, é incapaci-
tará á los asociados de ésta para reunirse en el 
local de sus sesiones ó en otro que adoptaren 
para ello, durante el tiempo que la suspensión 
deba subsistir. 
Art. 17. De las sentencias ó providencias en 
que se acuerde la disolución ó suspensión de 
las fun ciones de una Asociación, ó en que ésta 
se deje sin efecto, dará la Autoridad judicial 
conocimiento al Gobernador de la provincia en 
el término de segundo dia. 
Art. 18. Las Asociaciones quedan sujetas, 
en cuanto á la adquisición, posesión y disposi-
ción de sus bienes, para el caso de disolución 
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Son circunstancias precisas en todo término 
municipal: 
1.a Que no baje de 2.000 el número de sus 
habitantes residentes; 
2.a Que tenga 6 se le pueda señalar un terri-
torio proporcionado á su población; 
3.a Que pueda sufragar los gastos munici-
pales obligatorios con los recursos que las leyes 
autoricen. 
Subsistirán, sin embargo, los actuales térmi-
nos municipales que tengan Ayuntamiento, aun 
cuando no reunan las circunstancias anteriores. 
Art. 3. 0 Los términos municipales pueden 
ser alterados: 
1. 0 Por agregación total á uno 6 varios tér-
minos colindantes; 
2.0 Por segregación, de parte de un término, 
bien sea para constituir por sf ó con otra ú otras 
porciones Municipio independiente, ó bien pa-
ra agregarse á uno 6 á varios de los términos 
colindantes. 
Art. 4.0 Procede la suspensión de un Muni-
cipio y su agregación á otro 6 á varios de sus 
colind antes: 
1.0 Cuando por carencia de recursos ú otros 
motivos fundados lo acuerden los Ayuntamien- 
tos y la mayoría de los vecinos de los Munici- 
pios interesados; 
2.e Cuando por ensancjie y desarrollo de 
APÉNDICE VI 
EXTRACTO DE LA LEY MUNICIPAL de 28 
de Octubre de 1877, con las reformas he-
chas hasta 1893 (1). 
TITULO PRIMERO 
DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES Y DE BUS 
HABITANTES 
CAPÍTULO PRIMERO 
De los términos municipales y sus alteraciones. 
Artículo 1.' Es Municipio la asociación le-
gal de todas las personas que, residen en un 
término municipal. 
Su representación legal corresponde al Ayun-
tamiento. 
Art. 2 0  Es término municipal el territorio á 
que se extiende la acción administrativa de un 
Ayuntamiento. 
(1) Insertamos sólo las disposiciones que más in-
teresan al ciudadano, omitiendo las que se refieren 
directamente á las Corporaciones. 
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Sus acuerdos serán ejecutivos cuando fueren 
adoptados de conformidad con los interesados. 
En caso de disidencia, la aprobación será ob 
jeto de una ley. 
Art. 5. 0 Todo término municipal forma par-
te de unpartido judicialy de una provincia de la 
Nación, y no podrá pertenecer bajo ningún con-
cepto á distintas jurisdicciones de un mismo 
orden. 
Art. 9. 0 Para hacer pasar un término muni-
cipal de uno á otro partido, se oirá á los Ayun-
tamientos del pueblo y de las cabezas de parti 
do, á la Diputación yal Gobernador,y al Minis-
terio de Gracia y Justicia. 
La resolución del expediente corresponde al 
Ministro de la Gobernación, con  • audiencia del 
Consejo de Estado. 
Art. 10. Los grupos de población, aunque 
tengan Ayuntamiento propio, situados á una 
distancia máxima de 10 kilómetros del término 
de la capital de la Monarquía, podrán ser agre-
gados á él por Real decreto, previa consulta al 
Consejo de Estado, dando cuenta á las Cortes. 
De igual modo, y con los mismos trámites, 
podrá ensancharse el término de las poblacio-
nes que cuentan más de 100.000 habitantes 
hasta una distancia máxima de seis kilómetros. 
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edificaciones se confundan los cascos de los 
pueblos y no sea fácil determinar sus verdade-
ros límites. 
Art. 6. 0 Procede la segregación de parte de 
un término para agregarse á otros existentes, 
cuando lo acuerde la mayoría de los vecinos de 
la porción que haya de segregarse, y pueda te• 
ner efecto sin perjudicar los intereses legítimos 
del resto del Municipio ni hacerle perder las 
condiciones expresadas en el art. 2.° 
La segregación de parte de un término para 
constituir uno 6 varios Municipios independien-
tes por sí 6 en unión de otra ú otras porciones 
de otros términos colindantes, puede hacerse 
mediante acuerdo de la mayoría de los intere-
sados, y sin perjudicar intereses legítimos de 
otros pueblos, siempre que los nuevos térmi-
nos que hayan de formarse , reunan las condicio 
nes expresadas en el artículo 2. 0 
Art. 6.0 En cualquiera de los casos de agre• 
gación ó segregación, los interesades sefalarán 
las nuevas demarcaciones de los terrenos y prac 
ticarán la división de bienes, aprovechamien-
tos, usos públicos y créditos, sin perjuicio de 
los derechos de propiedad y servidumbres pú-
blicas y privadas existentes. 
Art. 7. 0 LasDiputaciones provinciales resol-
verán los expedientes sobre creación, segrega 
ción y supresión de Municipios y términos. 
!I, 
• 
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p rendido en los párrafos anteriores, se éncuen 
tra en el término accidentalmente. 
Art. 13. Todo español ha de constar empa 
dronado como vecino ó domiciliado en algún 
Municipio. 
El que tuviere residencia alternativa en va 
rios, optará por la vecindad de uno de ellos. 
Nadie puede ser vecino de más de un pueblo; 
si alguno se hallare inscrito en el padrón de  dos 
ó más pueblos, se estimará como válida la ve 
cindad últimamente declarada, quedando des 
de entonces anuladas las anteriores. 
Art. 14. La cualidad de vecino es declarada 
de oficio ó á instancia de parte por el Ayunta 
miento respectivo. 
Art. 16. El Ayuntamiento declarará de ofi-
cio vecino á todo español emancipado que en la 
época de formarse ó rectificarse el padrón, lle-
ve dos años de residencia fija en el término 
municipal. 
También hará igual declaración respecto á 
los que en las mismas épocas ejerzan cargos 
públicos que exijan residencia fija en el termi-
no, aun cuando no hayan completado los dos 
años. 
Art. 16. El Ayuntamiento, en cualquier épo 
ca del año, declarará vecino á todo el que lo so 
licite, sin que por ello quede exento de satisfa 
cer las cargas municipales que le correspondan 
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CAPÍTULO II 
De los habitantes de los términos municipales. 
Art. 11. Los habitantes de un término mu-
nicipal se dividen en residentes y transeun • 
tes (1). 
Los residentes se subdividen en vecinos y 
domiciliados. 
Art. 12. Es vecino todo español emancipado 
que reside habitualmente en un término muni. 
cipal y se halle inscrito con tal carácter en el 
padrón del pueblo. 
Es domiciliado todo español que sin estar 
emancipado, reside habitualmente en el térmi-
no, formando parte de la casa 6 familia de un 
vecino. 
Es transeunte todo el que, no estando com - 
(I) Téngase presente que la ley general de Fe. 
rrocarriles de 3 de Junio de 1885, en su art. 20, píi-
rrafo segundo, concede el derecho de vecindad á las 
empresas y empleados de las mismas, pues dice así: 
.Art. 20. Se conceden desde luego á todas las empre-
sae de los ferrocarriles:-1 °Los terrenos de dominio 
público que hayan de ocupar el camino y sus depen-
dencies.-2. ° El beneficio de vecindad para el apro-
vechamiento de leña, pastos y demás de que disfru-
ten los vecinos de los pueblos cuyos términos abra-
zare la línea para los dependientes y trabajadores de 
las empresas, y para la manutención de los ganados 
de transportes empleados en los trabajos. . 
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nal, ó su rectificación anual, el Ayuntamiento 
formará dos listas en extracto: una que exprese 
las alteraciones ocurridas durante el afio, y otra 
comprensiva de todos los habitantes que resul-
ten en el distrito al ultimarse la operación. 
Estas listas se publicarán inmediatamente. 
Art. 20. El empadronamiento y las rectifi-
caciones se verificarán en el mes de Diciembre, 
y estarán, así como las listas, á disposición de 
cuantos quieran examinarlos, en la Secretaria 
del Ayuntamiento los días y horas útiles. 
En los quince días siguientes, el Ayuntamien• 
to recibirá las reclamaciones - que cualquier re-
sidente en el término hiciere contra el empa-
dronamiento 6 sus rectificaciones, y resolverá 
acerca de ellas en lo restante del mes, consig-
nando en el libro de actas el acuerdo que tome 
respecto á cada interesado, á quien lo comuni-
cará por escrito inmediatamente. 
Art. 21. Contra estas decisiones de los 
Ayuntamientos procede el recurso de alzada 
para ante la Diputación provincial. 
El recurso será entablado ante el Alcalde 
dentro de los tres días siguientes á la notifica• 
ción escrita del acuerdo. 
'El Alcalde remitirá sin dilación alguna el ex• 
pediente á la Diputación provincial. 
La Diputación, en término de un mes, resol-
verá ejecutivamente en vista de las razones 
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hasta aquella fecha, en el pueblo de su anterior 
residencia. 
El solicitante ha de probar que lleva en el 
término una residencia efectiva continuada por 
espacio de seis meses a lo menos. 
CAPÍTULO III 
Del empadronamiento. 
Art. 17. Es obligación do los Ayuntamien- 
tos formar el padrón de todos los habitantes 
existentes en su término, con expresión de su 
calidad de vecinos, domiciliados y transeuntes, 
nombre, edad, estado, profesión, residencia y 
demás circunstancias que la estadística exija y 
el Gobierno determine. 
Art. 18. Cada cinco años se hará un nuevo 
empadronamiento, el cual será rectificado todos 
los años intermedios con las inscripciones cíe 
oficio ó á instancia de parte, y las eliminacio-
nes por incapacidad legal, defunción ó trasla 
ción de vecindad ocurridas durante el año. 
Los vecinos que cambien de domicilio, los 
padres 6 tutores de los que se incapaciten y los 
herederos 6 testamentarios de los finados, es- 
tan obligados á dar al Ayuntamiento la decla-
ración correspondiente para que tenga efecto la 
eliminación. 
Art. 19. Hecho el empadronamiento quince- 
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mente á los Alcaldes, Regidores y Vocales de 
la Asamblea de asociados, en los casos, tiempo 
y forma que prescriban esta ley y la especial á 
que se refiere el art. 77 de la Constitución. 
Art. 26. Todos los vecinos tienen participa 
ción en los aprovechamientos comunales y en 
los derechos y beneficios concedidos al pueblo, 
así como están sujetos á las cargas de todo gé-
nero para que los servicios municipales y pr o . 
vinciales se impongan en la forma y proporción 
que esta ley determina. 
Los vecinos adquieren el pleno dominio de 
la parte que en los aprovechamientos comunes 
les baya sido adjudicada, pero no entrarán en 
su disfrute, salvo lo dispuesto en el tercer pá-
rrafo del art. 76, sino en cuanto acrediten estar 
al corriente en el pago de todas sus obligacio-
nes con el presupuesto municipal. 
Art. 27. Para cuanto se refiere á la Admi-
nistración económica municipal y á los dere-
chos y obligaciones que de ella emanan respec-
to á los residentes, tendrán la consideración de 
propietarios por las fincas que labren, ocupen 
y administren los siguientes: 
1.0 Los administradores, apoderados ó en-
cargados de los propietarios forasteros, sin per-
juicio dedos casos siguientes, ya sea que por 
cuenta y en nombre de éstos se hallen al fren-
te de algún establecimiento agrícola, industrial 
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alegadas por los interesados y el Ayuntamien• 
to, y comunicará á éste su fallo circunstanciado; 
después de lo cual, y hechas en la semana si-
guiente las rectificaciones á que hubiere lugar, 
se declarará ultimado el padrón y se publicarán 
las listas rectificadas. 
Art. 22. El padrón es un instrumento so-
lemne, público y fehaciente, que sirve para to-
dos los efectos administrativos. 
Art. 23. Los Ayuntamientos remitirán todos 
los años á la Diputación provincial, en el últj-
mo mes de cada año económico, un resumen 
del número de vecinos domiciliados y transeun-
tes, clasificado en la forma que para el censo 
de población determine el Gobierno. 
CAPITULO IV 
De los derechos y de las obligaciones de los habi- 
tantes en los términos municipales. 
Art. 24. Todo el que recurra á la Autoridad 
municipal, tiene derecho á exigir de la misma 
un resguardo, en el cual se haga constar la de-
manda ó la queja, y la fecha y la hora en que 
hubieren sido producidas. 
Art. 25. Todos los habitantes de un término 
municipal tienen acción y derecho para recla-
mar contra los acuerdos de los Ayuntamientos, 
asi como para denunciar y perseguir criminal 
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Tenientes. 
Regidores. 
El Ayuntamiento será elegido por los resi-
dentes en el término que tengan derecho elec. 
toral según el art. 40, y en la forma que deter-
minen las leyes. 
Art. 31. La formación de los presupuestos 
corresponderá á los Ayuntamientos, y su apro• 
Nación á las Juntas municipales. También per-
tenece á éstas el establecimiento y créación de 
arbitrios en el tiempo y forma que esta ley or-
dena. 
Art. 32. La Junta municipal está com-
puesta: 
1.0 De todos los Concejales que debe tener 
el Ayuntamiento; 
2.0 De un número de Vocales asociados igual 
al de Concejales. 
Esta Asamblea será designada en la forma 
que expresa el capítulo III de este título II. 
Art. 33. La revisión y censura de las cuentas 
de los Ayuntamientos corresponderá á las Jun-
tas municipales. 
CAPÍTULO III 
De la organización de la Junta municipal. 
Art. 64. La Junta municipal se compone del 
Ayuntamiento y de los Vocales asociados en 
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ó mercantil abierto en el distrito, ó ya se linii 
ten á la cobranza y recaudación de rentas; 
2. 0 Los colonos, arrendatarios ó aparceros 
de fincas rústicas, residan ó no en el distrito los 
propietarios ó administradores; 
3.0 Los inquilinos de fincas urbanas, cuando 
estuvieren arrendadas á una sola persona, y su 
dueño, administrador 6 encargado no residiere 
en el distrito. 
Art. 28. Los extranjeros gozarán de los de-
rechos que les correspondan por los Tratados 
6 por la ley especial de extranjerf a. 
TITULO II 
DEL GOBIERNO Y ORGANIZAC16N DE 
LOS MUNICIPIOS 
CAPÍTULO PRIMERO 
De los Ayuntamientos y de las Juntas 
municipales. 
Art. 29. En todo término habrá tin Ayunta• 
miento y tina Junta municipal. 
Art. 30. El gobierno interior de cada térmi-
no municipal será encomendado á un Ayunta. 
miento, compuesto de Concejales, divididos en 
tres categorías: 
Alcalde. 
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tribuciones directas; de suerte que los indivi-
duos de una misma clase contributiva no for-
men parte de secciones diferentes. Los vecinos 
que contribuyan por más de un boncepto, 6 
adumulen dos ó más industrias, ingresarán en 
una sección á su elección; 
3.a En las poblaciones donde no se pueda 
hacer distinción de clases por ser uniforme el 
concepto contributivo de sus habitantes, 6 no 
tener ramos indust ^iales cuya importancia exi-
ja la formación de una sección especial, el re-
partimiento de éstas tendrá lugar por calles, 
barrios ó parroquias. 
Esto mismo se verificará cuando alguna de 
las secciones formadas según la regla anterior, 
resultare tan numerosa que comprenda por sí 
sola el cuarto do los Vocales asociados de la 
Junta municipal; 
4.a A cada sección se designará el número 
de Vocales ó asociados que corresponda en pro-
porción al importe de las contribuciones que 
paguen todos sus individuos. 
Art. 67. El Ayuntamient6, antes de finalizar 
el primer mes de cada año económico, publica. 
rá el resultado de la formación de secciones, 
contra el cual puede reclamar cualquiera inte-
resado en término de ocho días para ante la Di-
putación provincial. 
La Diputación resolverá necesariamente den. 
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número igual al de Concejales designados de 
entre los contribuyentes del distrito. 
Art. 66. Pueden ser designados para este 
objeto todos los vecinos que hayan de contri-
buir por repartimiento á sufragar las cargas 
municipales, y donde no hubiere repartimiento, 
los que paguen contribución directa al Estado. 
Quedan, sin embargo, exceptuados los que 
no tengan capacidad para ser Concejales, los 
que lo fueren âc la sazón, sus asociados y sus 
parientes dentro del cuarto grado, y los emplea-
dos y dependientes del Ayuntamiento. 
En los pueblos que no excedan de 2.000 ha-
bitantes, la exclusión por parentesco se limita-
rá al segundo grado. 
Art. 66. La designación se hará por sorteo 
entre los contribuyentes repartidos en seccio-
nes, en conformidad á las reglas siguientes: 
1.a El número de secciones será determina 
do en una de las cuatro primeras sesiones del 
año por cada Ayuntamiento, en conformidad 
al vecindario del pueblo y á la cuantía y clase 
de riqueza del mismo, no siendo en ningún ca 
so menor que el de la tercera parte de los Con-
cejales; 
2.a Ingresarán en cada sección los vecinos 6 
hacendados cuya profesión  ó industria tenga 
entre sí más analogía con arreglo á las agremia-
clones y clasificaciones para el pago de las con- 
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TITULO.IV 
DE LA HACIENDA MUNICIPAL 
CAPÍTULO PRIMERO 
De los presupuestos municipales. 
Art. 132. Son aplicables A la Hacienda mu-
nicipal las disposiciones de la ley de Contabili-
dad general del Estado en cuanto no se opon-
gan A la presente. 
El afio económico municipal será el mismo 
que rija para los presupuestos y cuentas gene-
rales de la Nación. 
Art. 133. Los Ayuntamientos formarán to-
dos los afios un presupuesto que comprenda los 
gastos que por cualquier concepto hayan de 
hacerse y los ingresos destinados A cubrirlos. 
Al efecto constituirá de su seno una de las Co-
misiones permanentes de que habla el art. 60. 
Art. 134. Los presupuestos annales ordina-
rios contendrán precisamente las partidas nece• 
sacias, según los recursos del Municipio, para 
atender y Llenar las obligaciones A que se refie-
re el-párrafo primero, art. 73, de esta ley, los 
servicios establecidos de entre los que según el 
artículo 72 sean de la competencia de los Ayun-
tamientos, los gastos que en virtud del párrafo 
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tro de los quince días siguientes, y su acuerdo 
será ejecutivo en los afios sucesivos. 
Art. 68. Ultimada así la formación de sec-
ciones, el 
 Ayuntamiento, en sesión pública 
anunciada con dos días de anticipación en la 
forma ordinaria, y una hora antes en el mismo 
día á toque de campana, procederá al sorteo de 
los Vocales asociados entre las secciones, y ha 
rá inmediatamente publicar el resultado. 
La Junta deberá quedar definitivamente 
constituida dentro del segundo mes del año 
económico. 
Los elegidos desempeñarán su cargo durante 
todo el respectivo año económico. 
Art. 68. El Ayuntamiento admitirá y resol-
verá en término de ocho días las exeusas y opo-
siciones, procediendo á un nuevo sorteo, si hu-
biese lugar, sin perjuicio del recurso de alzada 
para ante la Diputación provincial. 
Art. 70. Siempre que ocurra una vacante en 
el número de Vocales asociados, se procederá á 
nuevo sorteo con las formalidades del art. 68, á 
fin de que siempre esté completo su número. 
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valor de los lotes adjudicados 6 repartido por 
título lucrativo. 
Art. 136. Los gastos comprendidos en los 
presupuestos municipales serán cubiertos con 
los ingresos, recargos y arbitrios que autorizan 
esta ley, la general de Presupuestos del Estado 
y las demás disposiciones vigentes, sin conti-
nuar los Ayuntamientos en la obligación de su-
bordinarse estrictamente al orden establecido en 
el artículo 136. 
Art. 136. Los ingresos serán :- 
Rentas y productos procedentes de bienes, 
derechos ó capítulos que por cualquier concepto 
pertenezcan al Municipio ó á los establecimien-
tos de Beneficencia, Instrucción y otros análo-
gos que de él dependan; 
Arbitrios 6 impuestos municipales sobre de-
terminados servicios, obras ó industrias, así 
como los aprovechamientos de policía urbana . 
y rural, y multas é indemnizaciones por infrac-
ción de las Ordenanzas municipales y bandos 
de policía; 
Un repartimiento general entre todos los  • ve-
cinos y hacendados, en proporción á los medios 
6 facdltades de cada uno para cubrir los servi-
cios municipales en la totalidad 6 en la parte á 
que no alcancen los anteriores recursos; 
Impuestos sobre artículos de comer, beber y 
arder. 
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segundo del citado artículo 73 expresan clara y 
terminantemente lap leyes como obligatorios, y 
además los siguientes: 
1.0 Personal y material de las dependencias 
y oficinas; 
2.0 Pensiones, censos y cargas de justicia 
que pesen sobre los fondos municipales, así co-
mo de las deudas reconocidas y liquidadas, y 
réditos y oonsecuencias de contratos; 
3.° Fomento del arbolado; 
4.0 Medios preventivos y de socorro contra 
incendios, y de salvamento en las poblaciones 
marítimas; 
5P Suscripción al Boletín oficial de la pro-
vincia en todos los Ayuntamientos, y A la Gace. 
ta de Madrid en las cabezas de partido y pueblos 
que excedan de 2.000 habitantes; 
6. 0 Contingente del Municipio en el reparti. 
miento provincial; 
7P Una partida para imprevistos y calami-
dades públicas que no exceda del l0 por 100 del 
presupuesto de gastos; 
8.0 Las impresiones, anuncios y demás ne-
cesario para la publicidad de los actos munici-
pales. 
El valor de los aprovechamientos comunales 
enajenados 6 distribuidos entre los vecinos se-
rá incluído en los presupuestos municipales de 
ingresos, y figurará como data en los gastos el 
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Establecimientos balnearios de aguas p i-
blicas; 
guardia rural; 
Establecimientos de enseñanza secundaria 
superior 6 especial; 
Licencias para construcción de edificios; 
Mataderos; 
Puestos públicos y sillas en plazas, calles, 
ferias, mercados y paseos; 
Alquiler de pesas y medidas; 
Almotacenía ó repeso; 
Enterramientos en los cementerios munici 
pales; 
Coches de plaza y de servicios funerarios, y 
carros de transporte en el interior de las pobla• 
clones; 
Expedición de certificaciones por actos del 
Ayuntamiento 6 documentos que existan en sus 
Archivos; 
Parte que concedan las leyes en la expedi-
ción de documentos de vigilancia, licencias de 
caza y pesca, y de navegación y flote de los ríos 
y aprovechamientos de aguas; 
Y los demás análogos. 	 • 
3,a En ningún caso pueden ser objeto de 
arbitrios los servicios siguientes: 
Aprovechamiento y abastecimiento de aguas 
para uso .comunal; 
Alumbrado público; 
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Los Ayuntamientos de poblaciones mayores 
de 200.000 habitantes, si renuncian al reparti-
miento general, podrán acudir á otros impues-
tos, recargos ó arbitrios además de los enume-
rados en las leyes, con la aprobación del Go-
bierno, que oirá para concederla al Consejo de 
Estado. 
Art. 137. Para el cumplimiento del párrafo 
2. 0 del artículo 136 se observarán las reglas si-
guientes: 
1.s Sólo será autorizado el establecimiento 
de arbitrios sobre aquellas obras ó servicios 
costeados con los fondos municipales, cuyo 
aprovechamiento no se efectúe por el común de 
vecinos, sino por pei sonar ó clases determina-
das, siempre que los interesados no le hayan ad 
quirido anteriormente por título oneroso, así co-
mo sobre industrias que se ejerzan en la vía pú 
blica óen terrenos y propiedades del pueblo; en-
tendiéndose que el Ayuntamiento no podrá 
atribuirse monopolio ni privilegio alguno sobre 
aquellos servicios, sino en lo que sea necesario 
para la salubridad pública; 
2.a En conformidad é lo dispuesto en el ar-
tículo anterior, puede autorizarse el estábleci-
miento de arbitrios sobre los objetos siguientes: 
Aprovechamiento y abastecimiento de aguas 
para usos privados; 
Alcantarillado; 
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serán autorizados en cast de existir los impues 
tos de consumos; pero los establecimientos 
enumerados pueden ser en este caso objeto de 
un arbitrio especial por razón de vigilancia, que 
no exceda del 5 por 100 de la cuota con que 
contribuyan al Estado; 
7.6 Los arbitrios sobre industrias que se 
ejerzan en la vía pública, no existirán cumula-
tivámente con el repartimiento general, sin per 
juicio de lo cual, las cuotas que por este con-
cepto correspondan á los industriales, pueden 
ser recargadas con un 5 por 100 por razón de 
arriendo 6 uso de la vía; 
8.a Las cuotas que se impongan á las in-
dustrias mencionadas en esta ley, que se hallen 
incluidas en las Tarifas de la contribución in-
dustrial correspondiente al Estado, no excede-
rán del 25 por 100 de la cantidad señalada en 
éstas; 
Y 9.a El pago de multas é indemnizaciones 
se hará en un papel especial que la Hacienda 
emitirá para el caso, y entregará á los Ayunta-
mientos que lo soliciten, cobrando sobre él, por 
razón de sello, un derecho que no exceda del 
1.0 por 100 de su valor nominal. 
Art. 198. Para el cumplimiento del párrafo 
tercero del art. 136, se observarán las reglas que 
á continuación se expresan: 
La El repartimiento general será extensivo 
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Aceras y empedrados; 
Vigilancia pública; 
Beneficencia; 	 • 
Instrucción pública elemental; 
Limpieza, sin perjuicio de los aprovecha-
mientos á que diere lugar, 
Y otros de igual naturaleza. 
4.a Se autoriza la creación de arbitrios so 
bre la venta de bebidas espirituosas ó fermen-
tadas, bien sea en establecimientos 6 puestos 
fijos, ó bien por mercaderes ambulantes, traji-
neros, ó por los mismos cosecheros ó fabrican-
tes; sobre cafés, fondas, botillerías, posadas, 
hospederías y otros establecimientos del mis-
mo carácter; sobre casas de baños; sobre toda 
clase de espectáculos públicos, y sobre juegos 
permitidos y rifas en la parte que las leyes con - 
cedan á los Ayuntamientos; 
6.a Los derechos de mataderos se acumula-
rán é los de consumos (cuando los hubiere), y 
no podrán en junto exceder del 26 por 100, de 
conformidad con el párrafo 2. 0, regla 1.' del ar-
tículo 139. Donde no hubiere sobre carnes de-
rechos de consumos, sólo se impondrá por de-
rechos de matanza una cantidad que jamás ex-
ceda del 10 por 100 del valor de la res; 
 , 
6.a Los arbitrios expresados en la regla 4.a 
de este artículo, salvo los relativos á casas de 
bafios, espectáculos públicos, juegos y rifas, no 
LEY MUNICIPAL 	 06 
la naturaleza y condiciones de las fincas, si es• 
tán ocupadas por ellos mismos ó por otros que 
no paguen renta; 
Segunda. A los propietarias que labren fin. 
cas rústicas, ó en su caso los colonos, arrenda-
tarios ó aparceros, se les imputará una suma 
igual á vez y media el importe de la renta que 
produzca la finca ó que pudiere producir, según 
los tipos medios del pueblo, si estuviere arren-
dada; 
Tercera. Cuando los propietarios de las fin-
cas, ya sean rústicas ó urbanas, no sean vecinos 
del distrito, se rebajará de la utilidad imponi-
ble un quinto de la suma á que según las bases 
anteriores debiera ascender; 
Cuarta. A los que perciban sueldos, pensio• 
nes, censos ó intereses de cualquiera clase ó 
procedencia, se les v. luará como utilidad líqui- 
da el importe de estas sumas; 
Quinta. A los comerciantes, industriales y 
demás comprendidos en las Tarifas de la con-
tribución industrial, se les valuará la utilidad 
imponible en proporción á la cuota que por este 
concepto satisfagan al Estado, no bajando de 
cinco ni excediendo de veinte veces el importe 
de la misma cuota con arreglo á las escalas que, 
según la naturaleza de cada industria, determi-
ne el Gobierno; 
Sexta. Los jornaleros ó braceros, y en  gene- 
• 
• 94 	 API;NllICF VI 
las personas siguientes, por todas las utilida-
des que tengan en el distrito, sea cual fuere su 
naturaleza: 
Primero. A los vecinos del distrito muni-
cipal; 
Segundo. A los propietarios forasteros que, 
según el art. 27, tengan consideración de ve• 
tinos; 
Tercero. A los que, según el mismo artículo, 
tengan el concepto y consideración de propie 
tarios; 
Cuarto. A los colonos, arrendatarios ó apar - 
ceros de fincas rústicas que no residan en el 
distrito. 
Las utilidades que procedan de pensiones, 
intereses de capitales, sueldos ó rentas públi-
cas serán imputadas á sus poseedores en el pue-
blo donde residan. 
Quedan exceptuados del repartimiento los po-
bres de solemnidad, los acogidos en los esta-
blecimientos de Beneficencia y las clases de 
tropa de tierra y mar; 
2.a Para fijar la utilidad imponible de cada 
contribuyente se procederá con arreglo á las si-
guientes bases: 
Prinrera. A los propietarios de fincas urba-
nas se les valuará como utilidad imponible el 
importe de las rentas que por este concepto 
perciban 6 las que pudieran percibir, atendidas 
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reclamaciones á que dieren lugar y fijando la 
cantidad total imponible. 
La Junta repartirá lo que á cada sección co-
rresponda, bien sea por el tanto por ciento pro-
porcional á la utilidad total valuada, ó por ca-
tegorías fijas; 
6.a Los Síndicos de cada sección verificarán 
y comunicarán el repartimiento á los individuos 
de la misma. El Ayuntamiento resolverá las re-
clamaciones á que este repartimiento diere 
lugar; 
6.a Todas las operaciones de evaluación y 
repartimiento serán publicadas en la forma or-
dinaria, y se comunicarán además en la Secre-
taría del Ayuntamiento á todo interesado que 
lo solicitare; 
7.a Contra las decisiones del Ayuntamiento 
y de la Junta de evaluación, se establece el re-
curso de agravios para antela Diputación pro-
vincial. El recurso habrá de entablarse dentro 
de los quince días siguientes á la publicación, 
y no obstará para el pago de la cuota repartida, 
ínterin no recaiga resolución definitiva. 
Tanto estas reclamaciones, como las que se 
intenten perlas operaciones de cada sección, 
habrán de fundarse en hechos concretos, preci-
sos y determinados, aduciendo las pruebas ne-
cesarias para su justificación; 
8.a El repartimiento comprenderá un tanto 
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ral todos los que vivan de un salarió eventual, 
contribuirán en razón de la tercera parte de la 
suma á que según costumbre de cada localidad 
pueda alcanzar por término medio su haber 
durante el año; 
Séptima. Cuando no sea posible conocer la 
utilidad de algún vecino, se hará la evaluación, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 27 y re-
gla 3.a de éste, teniendo en cuenta los signos 
exteriores de la riqueza, tales como el valor del 
mueblaje, alquiler de la casa, número de cria-
dos y otros análogos; 
Octava. De la utilidad valuada á cada veci-
no ó hacendado se deducirá en todo caso el im-
porte de la contribución directa que pague al 
Estado; 
3. 9- La determinación de utilidad imponible 
se verificará por los mismos contribuyentes, 
reunidos en secciones, en la forma que el ca-
pítulo III, título II de esta ley dispone. 
Cada sección formará una relación que com 
prenda las utilidades de todos sus individuos, 
procurando especificar en lo posible su natu-
raleza y número de los objetos que las pro-
duzcan; 
4.a Los individuos de cada sección, desig-
nados por el sorteo, procediendo como síndicos 
y reunidos con el Ayuntamiento, examinarán y 
comprobarán estas relaciones, resolviendo las 
T 
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26 por 100 del precio medio del artículo en la 
localidad respectiva, según su clase; 
2 a El acuerdo del Ayuntamiento y de los 
asociados será ejecutivo, sin perjuicio de los 
recursos á que, según la presente ley, hubiere 
lugar, y salva la inspección y atribuciones del 
Gobernador, con arreglo al art. 150; 
3.a Los impuestos de consumos sólo serán 
autorizados sobre los frutos ó sobre las bebi-
das que se consuman en cada pueblo, quedan. 
do absolutamente prohibido sobre ellos y todos 
los demás cualquier otro impuesto que embara-
ce el tráfico, circulación y venta, sean cuales 
fueren los nombres con que se intentara esta-
blecerlos, como derechos de piso y tránsito, 
venta ó alcabala, ú otro semejante; 
4.a En los pueblos que tengan Aduanas es-
tablecidas, los artículos extranjeros, una vez 
nacionalizados por el pago de los derechos aran-
celarios, pueden ser objeto del impuesto muni-
cipal de consumos dentro de las prescripciones 
de esta ley y sobre el valor que tengan en la 
plaza, deducido el importe de aquellos derechos 
arancelarios. 
Art. 140. Se concede recurso de agravios á 
todos los interesados para ante la Diputación 
provincial, cuando las cuotas señaladas á los ar-
bitrios ó impuestos de toda clase no guarden 
relación con la importancia del servicio, indus- 
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de aumento que no exceda del 6 por 100 do la 
cuota total para gastos de distribución, cobran. 
za y partidas fallidas. 
Quedan exentos del pago de este aumento 
los contribuyentes que satisfagan anticipada-
mente sus cuotas por trimestres, semestres 6 
anualidades en las Depositarias de las respec-
tivas municipalidades, y se les abonará en el 
segundo y tercer caso el tanto por ciento anual 
que se fije por razón del anticipo; 
9.a Los propietarios y los colonos, arr enda-
tarios, aparceros 6 inquilinos, arreglarán por 
medio de contratos particulares la proporción 
en que sobre cada uno ha de pesar la cuota re-
partida á éstos por razón de las fincas, y la for. 
ma y tiempo de indemnizarse entre sí de esta 
cuota. A falta de contrato pueden los inquilinos 
retener al hacer el pago de la renta el importe 
total, y los colonos, arrendatarios 6 aparceros, 
los dos tercios de la cuota. 
Art. 139. Para el cumplimiento del párrafo 
cuarto del artículo 136, se observarán las reglas 
siguientes: 
1.a El Ayuntamiento y asociados reunidos 
en Junta determinarán las especies que han de 
ser objeto del impuesto de consumos, así como 
las Tarifas por que se ha de regir su exacción y 
la forma en que ésta haya de hacerse. 
Las tarifas no excederán en ningún caso del 
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estuvieren aseguradas con prenda ó hipoteca, 
no serán exigidas á los Ayuntamientos por los 
procedimientos de apremio. 
Cuando algún pueblo fuese condenado al pa-
go de una cantidad, el Ayuntamiento, en el tér 
mino de diez días después de ejecutada la sen-
tencia, procederá á formar un presupuesto 
extraordinario, á no ser que el acreedor con 
venga en aplazar el cobro de modo que puedan 
consignarse en los presupuestos ordinarios su-
cesivos las cantidades necesarias para el pago 
del capital y rédito estipulado. 
Art. 144. Si log recursos de que puede dis-
poner el pueblo no fueren suficientes á cubrir 
sus deudas, ó no creyese el Ayuntamiento posi-
ble recargar las cuotas impuestas á los vecinos, 
y los acreedores no se conformaren con los me-
dios que se les ofrezcan para solventar sus deu. 
das, se remitirá el expediente á la Diputación 
provincial á fin de que oyendo á los interesa-
dos, se disponga le conveniente para que ten-
gan efecto los pagos, sin perjuicio de la compe-
tencia de los Tribunales y Juzgados ordinarios 
para resolver acerca de la legitimidad y prela-
ción de los créditos. 
Art. 145. No pueden ser aplicados al pago 
y cumplimiento de servicios ú obligaciones per-
manentes los recursos procedentes de arbitrios 
de carácter eventual y transitorio. 
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tria Ií objeto A que se apliquen, Co con los de-
más establecidos en el pueblo. 
Estos recursos y cualesquiera otros que pue-
dan intentarse, serán formulados ante el Alcal-
de respectivo, el cual, bajo su personal respon-
sabilidad, queda obligado A remitir la instancia 
por conducto del Gobernador de la provincia en 
término de ocho días, con los informes que crea 
necesarios. 
Art. 141. Terminado el arlo económico, que-
dan anulados los créditos abiertos y no inver-
tidos durante su ejercicio. 
Durante el período de ampliación se termina-
rán las operaciones de cobranza de los arbitrios 
presupuestos, y las de liquidación y pago de 
los servicios realizados durante el año. Las re-
sultas que quedaren después de este período 
serán objeto de un presupuesto adicional, pre-
vias las consiguientes liquidaciones, que se ter. 
minarán dentro del mes siguiente. 
Art. 142. Cuando para cubrir atenciones 
imprevistas, satisfacer alguna deuda é para 
cualquier otro objeto de importancia no deter-
minado en el presupuesto ordinario, sean insu-
ficientes los recursos consignados en éste, los 
Ayuntamientos formarán un presupuesto ex 
traordinario en la misma forma y por el mismo 
procedimiento determinado para los ordinarios. 
Art. 143. Las deudas de los pueblos que no 
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los Ayuntamientos al Gobernador el presupues-
to aprobado para el solo efecto de que corrija las 
extralimitaciones legales, si las hubiere. De los 
acuerdos del Gobernador en materia de presu 
puestos podrán alzarse las Juntas municipales 
en el término de ocho días ante el Gobierno 
de S. M., que resolverá en el de sesenta, oyen-
do al Consejo de Estado. Si llegase el 15 de 
Junio sin resolución del Gobierno, regirán los 
presupuestos aprobados por las Juntas. 
Los acuerdos de la Junta son apelables de 
igual modo para ante el Gobernador, cuando 
por ellos se infringiere alguna de las disposi-
ciones de esta ley, salvo lo en contrario ordena-
do por la misma; pero solo en la parte que con-
tuviere la infracción. 
Todos lus Ayuntamientos remitirán al Go-
bierno de S. M., por conducto de los Goberna-
dores civiles, resúmenes de sus presupuestos 
de gastos 6 ingresos definitivamente apro-
bados. 
Art. 161. Son en todo caso ejecutivos, con 
aprobación de la Junta municipal y sin perjui-
cio de los ulteriores recursos á que según esta 
ley hubiere lugar, los presupuestos formados 
para atender las medidas sanitarias de abso-
luta urgencia en las calamidades públicas y 
obras de carácter perentorio, cuando el impor-
te no exceda de 2 pesetas 50 céntimos por ve- 
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Art. 146. El proyecto de presupuesto, ya 
sea ordinario, adicional ó extraordinario, apro 
bado por el Ayuntamiento, previa censura del 
Síndico, quedará expuesto al público en la Se-
cretaría del Ayuntamiento por el espacio de 
quince días, desde la fecha en que se haga el 
anuncio en la forma ordinaria. 
Art. 147. El Ayuntamiénto formará el pre-
supuesto y lo aprobará la Junta municipal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el art. 160. 
Art. 148. La Junta municipal se reunirá„ 
previa citación personal y anuncio, en los pla-
zos y forma señalados en el art. 68. 
Art. 149. Para tomar acuerdo es necesario 
el voto de la mayoría absoluta del total de Vo-
cales que componen la Junta. Si no se reune 
este número en la primera sesión, se procederá 
á nueva convocatoria para ocho días después, y 
en ella formará acuerdo la mayoría de los con-
currentes. 
En los pueblos menores de •800 habitantes, 
formará acuerdo el voto de la mitad más uno 
de los concurrentes, si éstos llegan á la cuarta . 
parte por lo menos del número total de vecinos 
que tengan derecho á componer la Junta. En 
caso de no reunirse este número, se procederá 
con arreglo á lo dispuesto en el párrafo an-
terior. 
Art. 150. El día 16 de Marzo comur.icarán 
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toe no baje de 100.000 pesetas, habrá un Conta-
dor de fondos municipales nombrado por el 
Ayuntamiento entre los que hubieren sido apro-
bados en oposición pública, que tendrá lugar en 
Madrid. 
Un reglamento determinará todo lo referente 
á clases y sueldos de esos funcionarios, así co-
mo á las bases del concurso, sin pequicio de 
los derechos adquiridos por los Contadores ac-
tuales. 
La separación de los Contadores municipales 
nombrados con arreglo á lo que queda dispues-
to, corresponderá á los Ayuntamientos; pero no 
será acordada sino por causa grave y previo ex-
pediente. Los interesados podrán alzarse del 
acuerdo ante el Gobernador, que resolverá 
oyendo á la Comisión provincial. 
Art. 157. Los Ayuntamientos nombran y 
separan libremente á los depositarios y agentes 
para la recaudación de todas las rentas y arbi-
trios del Municipio. 
A las mismas Corporaciones corresponde tam-
bién seflalar la retribución que aquellos emplea-
dos hayan de disfrutar y las fianzas que deban 
prestar. 
Si en el pueblo no hubiese persona que quie-
ra encargarse de la custodia de fondos, el car-
go de Depositario será declarado concejil y 
obligatorio; pero no llevarán aneja la prestación 
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tino, ni de la tercera parte del presupuesto or-
dinario. 
Art. 152. Para hacer efectiva la recaudación 
serán aplicables los medios de apremios en pri-
meros y segundos contribuyentes, dictados en 
favor del Estado. 
Art. 153. Las dudas y reclamaciones sobre 
recargos 6 arbitrios municipales, serán resuel-
tas por el Ministerio de la Gobernación, oyendo 
al de Hacienda y al Consejo de Estado cuando 
lo estime oportuno. 
CAPÍTULO II 
De la recaudación, distribución y cuenta de los 
fondos municipales. 
Art. 154. La recaudación y administración 
de los fondos municipales está á cargo de los 
respectivos Ayuntamientos, y se efectuará por 
sus agentes y delegados. 
Art. 155. La distribución é inversión de los 
fondos se acordará mensualmente por el Ayun-
tamiento con sujeción á los presupuestos. 
Art. 156. La ordenación de pagos correspon-
de al Alcalde. . 
La intervención estará á cargo del Contador, 
donde le hubiere, y en su defecto se ejercerá por 
un Regidor elegido por el Ayuntamiento. 
En las poblaciones cuyo presupuesto de gas- 
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do las cuentas, emita su dictamen en término 
que no exceda de quince días. 
Durante los quince días que precedan á la 
reunión, estarán las cuentas de manifiesto en la 
Secretaría, y cualquier vecino puede examinar-
las y formular por escrito sus observaciones, 
que serán comunicadas á la Junta. 
Art. 162. Las sesiones que la Junta dedique 
á la discusión del dictamen de la Comisión, se-
rán presididas por un Vocal que la misma elija. 
Art. 163. Examinadas y discutidas las cuen-
tas, y practicadas cuantas diligencias é infor-
maciones crea necesarias la Junta, se reunir.í 
para acordar y votar por mayoría absoluta su 
dictamen definitivo. 
Este dictamen irá suscrito por todos los con-
currentes, sea cual fuere su opinión particular, 
que pueden, no obstante, salvar por medio de 
un voto escrito, el cual, original, quedará unido 
al expediente, haciéndose constar así en el acta. 
Art. 164. Las Juntas municipales se reuni-
rán en la primera quincena de Febrero para re-
visar y censurar las cuentas del año económico 
anterior en la forma determinada por los ar-
tículos que preceden. 
Art. 165. La aprobación de las mismas, 
cuando los gastos no excedan de 100.000 pese-
tas, corresponde al Gobernador, oída la Comi- 
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de fianzas, y los gastos que originare serán de 
cuenta del Municipio. 
Art. 158. Los agentes de la recaudación mu• 
nicipal son responsables ante el Ayuntamiento, 
quedándolo éste en todo caso civilmente para 
el Municipio, caso de negligencia ú omisión 
probada, sin perjuicio de los derechos que con-
tra aquéllos se puedan ejercitar. 
Art. 169. Todos los fondos municipales in-
gresarán precisamente en la Caja del Ayunta 
miento, cuyas tres llaves custodiarán el Depo-
sitario, el Ordenador y el Interventor. ' 
Art. 180. El Contador ó el Concejal Inter-
ventor, auxiliados si fuere necesario por el 
 Se-
cretario y demás dependientes del Ayuntamien-
to, formarán las cuentas de cada ejercicio en 
las épocas correspondientes, y con los docu-
mentos justificativos serán sometidas al Ayun-
tamiento, previa censura del Sindico. 
Art. 161. Fijadas definitivamente las cuen-
tas por el Ayuntamiento, serán pasadas con el 
dictamen del Sindico y los documentos justifi-
cativos para su revisión y censura á la Junta 
municipal. 
Esta, en el primer dia útil del segundo tri-
mestre del año económico, se reunirá en la casa 
del Ayuntamiento, bajo la presidencia del Al-
calde, y asistiendo el Secretario, y nombrará 
una Comisión de su seno para que, examinan- 
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presupuestos y cuentas definitivamente apro-
badas, con las actas literales de la Junta mu-
nicipal. 
Art. 168. Quedan suprimidas las Juntas es_ 
peciales que estableció la ley de 29 de Junio de 
1864, referente al ensanche de las poblaciones. 
La cuenta de ingresos y gastos del ensanche 
será separada de la general del Ayuntamiento, 
y continuará sujeta á la división por zonas, cu-
yo niímerd podrá reducir el Gobierno. 
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sión provincial; y si excediese de esa suma, al 
Tribunal Mayor de Cuentas del Reino, previo 
informe del Gobernador y de la Comisión pro-
vincial. 
Art. 166. Los Ayuntamientos publicarán al 
principio de cada trimestre un estado de la re-
caudación é inversión de sus fondos durante el 
anterior. 
En las obras públicas que se hagan por Ad-
ministración se publicará semanalmente nota 
de los gastos causados, especificando el porme-
nor de los jornales, materiales, vendedores, con- 
tratistas, sitio de la obra y demás circunstan-
cias análogas. 
En la Secretaría estarán de manifiesto todo 
el año, en los días y horas útiles, á cualquier 
vecino, y con especialidad á los Vocales asocia-
dos de la Junta municipal, las cuentas y docu. 
mentos originales, de las cuales el Ayuntamien-
to permitirá sacar apuntes y copias. 
Las cuentas cuya data exceda de 62.600 pe-
setas serán impresas en extracto que compren-
da el dictamen de la Junta y las observaciones 
del Ayuntamiento, y se pondrán en venta al 
público. 
Art. 167. Los Ayuntamientos remitirán á los 
Gobernadores una copia íntegra, certificada por 
el Secretario, con el `.c Bp del Alcalde, de los 
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2.' Consultas 6 dictámenes acerca de las cuestiones 
eu quelos suscriptores deseen conocerla opinión de la 
Redacción óde jurisconsultos eminentes. Cada sus-
criptor tendra derecho á que se le contesten gratis 
dos consultas cada año, siempre que estén formula-
das en términos breves y concretos, pues las eaten-
sas y difíciles serán objeto de dictámenes más am-
plios y habrán de satisfacer honorarios convenciona-
las. Si los dictámenes los emite la Redacción, el tér-
mino medio serán 20 pesetas; si se quiere que sean 
de los más notables Abogados de este Colegio, los 
honorarios secan convencionales; 
8.' Crónica legislativa universal, en la que se ha-
rán sucintas indicaciones acerca de las leyes y dispo-
siciones de carácter general que se publiquen en los 
diarios oficiales de los principales Estados de Europa 
y América; 
4.' Crónica de Tribunales, con noticias sucintas de 
los juicios más notables, tanto civiles como crimina-
les, que se celebren en las Audiencias territoriales y 
provinciales, para lo cual cuenta la Revista con ex-
celentes colaboradores en todas las Audiencias; 
5.' Quejas y reclamaciones, siempre bajo la respon-
sabilidad de los que firmen las cartas en que se re-
mitan, cuando la firma sea conocida de la Redacción 
ó nos den referencias que garanticen su autenti-
cidad; 
6.' Variedades, noticias jurídicas, movimiento del 
personal dependiente del Ministerio de Gracia y Jus-
ticia, anuncio de vacantes, etc.; 
7.' Movimiento científico -jurídico. — Crónica de re-
vistas jurídicas, bibliografías de los libros de Dere- 
cho que se nos remitan, y, si los autores 6 editores 
envían 	 dos ejemplares de sus obras, se harán reselias 
más extensas; 
8.' Anuncios que puedan ser de interés para los 
suscriptores, por ejemplo, los Abogados y Procura-
dores en ejercicio en las capitales donde haya Au-
diencia territorial. 
PART& SEGUNDA 
Jurisprudencia.—Se publica en máximas concisas, 
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vecinos y de la misma raza, sino tambi6n entre loe 
de razas y continentes distintos, exigen a su vez la 
transformación evolutiva de las publicaciones que 
han de hacerse eco de las necesidades y reflejar el 
progresivo desenvolvimiento de las sociedades en la 
rama de la ciencia a que sirven de órganos. 
Consecuencia de este concepto acerca de lo que, en 
nuestro tiempo, debe ser una Revista jurídica, si ha 
de satisfacer la triple exigencia de la propaganda y 
universalización de los principios fundamentales del 
Derecho, de su traducción eu leyes y Códigos, y de 
la aplicación é interpretación de los Cuerpos legales, 
tueron las reformas introducidas en las primitivas 
publicaciones, dividiendo la Revista en las siguientes 
partes y secciones: 
Esta consideración capitalísima, unida a los intere-
santes datos de la diaria experiencia, son las razones 
en que hemos fundado las reformas que desde el pre-
sente año hemos introducido en la Revista de tos 
Tribunales y las de la refundición con la Colección 
universal legislativa, que con tanta aceptación se vie-
ne publicando bajo la misma dirección de los señores 
Romero Girón y García Moreno. 
No hemos de encomiar las ventajas que a los sus-
criptores de ambas publicaciones ha de reportar la 
fusión de las mismas, pues bastará con que el lector 
se fije en el nuevo plan y contenido que a su consi-
deración sometemos. 
Sin cambiar apenas el tamaño y la forma, dividi-
remos la publicación refundida en cuatro partes, a 
saber: 
PARTE PRIMERA 
Número semanal: contendrá 16 páginas, con más 
lectura que la que hasta hoy ha tenido dicho número. 
Además, reunidas ambas Redacciones y los medios de 
que disponen las empresas, se da al contenido mayor 
interés, publicando en cada número todas 6 la mayor 
parte de las siguientes secciones: 
1.' Artículos de carácter doctrinal 6 practico, de po-
lémicas jurídicas, etc., dele Redacción ó suscritos por 
jurisconsultos y escritores autorizados; 
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varíe de un modo perceptible el tamaño de la publi-
cación: 
Consistirán las variantes: 
1.° En publicar, con paginación separada, las di-
versas clases de jurisprudencia, poniendo á cada una 
sus índices especiales. De este modo podrá el suscrip-
tor encuadernarlas, ya en volúmenes anuales, si-
guiendo el orden de colocación que estime preferen-
te, ya conservando suelto lo publicado anualmente, 
hasta formar, en dos ó más años, un tomo de cada 
clase de jurisprudencia; 
'l.° En inserter en el tomo respectivo (que repar-
timos por pliegos semanales), toda la legislación espa-
rtola, no incluyéndola en los dos voluminosos tomos 
de Legislación universal, á fin de poder dar en éstos, 
lo más completa posible, la de los Estados extran-
jeros; 
3.° En la mejora de las condiciones materiales de 
la publicación. 
Consistirán las adiciones: 
1.• En insertar en un número de cada mes una 
especie de crónica de jurisprudencia de los Tribuna-
les extranjeros, sobre todo en las cuestiones de De-
recho interuacionssi y comercial; 
•l.° Publicar breves apuntes biográficos de los Ju-
risconsultos y Abogados más distinguidos de España 
y América, y alguno de los más notables discursos 
forenses pronunciados por cada cual de ellos en ma-
teria civil 6 penal; 
3.° En dar á la sección de Variedades un carácter 
permanente, publicando en ella, además de la clase 
de documentos que en la actualidad se insertan, otros 
de carácter más práctico y de más general aplicación. 
En ella publicamos, una compilación de los princi-
pios generales del Derecho conservados por la tradición 
ó establecidos en los Códigos ó en la jurisprudencia 
de los Tribunales nacionales ó extranjeros, y que de 
seguro será la más complete de las publicadas hasta 
el día en los diversos países, puesto que, para for-
marla, las hemos tenido todas á la vista y agregado 
más de doscientos nuevos principios, tomados de 
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que contienen con exactitud la doctrina establecida 
en la parte dispositiva de las sentencias civiles pe- 
nales y contencioso administrativas, resumen de las 
decisiones gubernativas y de la Dirección de los Re-
gistros. Esta parte va dividida en las secciones co-
rrespondientes, se distribuye semanalmente con el 
número, para poderla encuadernar aparte, y se publi- 
carán al final del año minuciosos índices cronológi-
cos y alfabéticos de cada sección. 
PARTE TERCERA 
Legislacidn espaiioia.—Comprende todas las leyes y 
disposiciones de carácter general, repartiéndose tam-
bién con el número semanal, para encuadernar en 
tomo aparte. 
Los Códigos y las leyes demasiado extensas se 
publican además en tomitos separados y anotados, en 
tamaño igual al de la Biblioteca de bolsillo que edita 
este Centro, yque se darán con el 20 por 100 de reba-
ja á los suscriptores que deseen adquirirlos. 
PARTE CUARTA 
Legislación universal.—Contiene las leyes y dispo-
siciones de carácter general de los principales Esta-
dos de Europa y América. Be publican dos tomos 
voluminosos, en 4." mayor, á dos columnas, cada año, 
que se entregarán gratis á suscriptores ó se les 
enviarán á los que remitan un sello de peseta cada 
semestre, para correo y certificado. Estos dos tomos 
constituiren además una especie de Apéndice á la 
Colección universal de leyes y Códigos que á çonti-
nunción anunciamos. 
Aunque no pensamos hacer en el mencionado plan 
cambios ni modificaciones esenciales, la experiencia 
propia y las atinadas observaciones de algunos sus-
criptores nos aconsejan introducir algunas ligeras 
variantes é importantes adiciones, correspondiendo 
así á la benévola acogida que nuestra publicación ha 
obtenido en los Estados extranjeros, y muy especial-
mente en las Repúblicas americanas. Claro es, que 
para ello hemos de aumentar considerablemente la 
lectura 6 el contenido del número semanal, sin que 
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Tomo IX.—Año 1886... 12 y 18 pts. 
• X. > 1887... 8 y 8 50 
> XI.  • 1888... 10 y 11 • 
XII.  • 1889... 10 y 11 
• XIII.  • 1890... 10 y 11 • 
XIV.  1891... 8 y 8 50 
• XV.  • 1892... 10 y ll 
• XVI.  • 18Q3 	 . 10 y 10 50 
• XVII.  • 1894... 5 y 5 50 
> XVIII.  • 1895.... 5 y 	 5 50 
Los 18 tomos_ 	 . . 168 y 184 pte. 
y pueden encuadernarse en pasta en 13 volúmenes 
aumentando su precio 20 pesetas. 
(Se venden sueltos desde el 4.° en adelante). 
2.° Repertorio de Jurisprudencia civil 
española.— Consta de veinte tomos en 4.° ma-
yor á dos columnas, y comprende desde 1889 hasta 
1. de Enero de 1894; su precio es el de 185 pesetas 
en Madrid y 194 en provincias. Empastados en 10 to-
mos cuestan 16 pesetas mis. 
8.° Repertorio-Diccionario de Jurispru-
dencia criminal.—Dos tomos, que comprenden las 
sentencias del Tribunal Supremo desde 1810 hasta 1.° 
de Enero de 1880: 20 pesetas en Madrid y 21 en pro. 
vincias; 2 pesetas mas encuadernado en pasta en un 
solo volumen. 
Apéndices 1.° al 12 del mismo Repertorio: compren-
de las publicadas d 1esde 1. ° de Enero de 1880 â la 
misma fecha de 1894; 81 pesetas en Madrid y 92 en 
provincias; 14 pesetas más en pasta en ocho volú-
menes. 
4.° Repertorio de Jurisprudencia admi-
nistrativa.—Tomos 1.° al 12: comprenden desde 
1.° de Enero de 1880, á fin de Diciembre de 1893: 13 
pesetas en Madrid y 77 en provincias. 
5.° Repertorio de Jurisprudencia hipo-
tecaria.—Tomo l.° Comprende todas las Resolucio-
nee de la Dirección de los Registros de la propiedad, 
desde 1814 á fin Diciembre 1879: 6 pesetas. 
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nuestra jurisprudencia y de los Códigos extranjeros 
más recientes, sobre todo de los que reflejan más fiel-
mente el derecho slavo, germánico y musulmán. 
Con las anteriores indicaciones podrán formar los 
lectores idea aproximada de la importancia y utilidad 
de nuestra Revista. Vean ahora las ventajas y condi- 
ciones de la suscripción. 
Precios de suscripción (pago adelantado). 
ESPAÑA Y PORTUGAL. —Un semestre, 16 pesetas; un 
ano, 30. 
ULTRAMAR Y EXTRANJERO. —En Cuba y Puerto Rico: 
Un o lio, 8 pesos, oro.—Extranjero y Filipinas: Un 
año, 10 pesos, oro (50 francos). 
Otras ventajas.—Los suscriptores á esta publica-
ción podrán adquirir con un 20 por 100 de descuento 
las obras que necesiten de las editadas por el Centro 
que publica esta Revista, y cuyo catálogo insertamos 
á continuación.. 
II. —Colecciones de lo publicado como 
.Revista de los Tribunales.. 
A.—De BOLETÍN Y PARTE DOCTRINAL Van publicados 
los tomos siguientes: 
Desde 1818 á 1895 (ambos inclusive), 33 tomos en 
4.° mayor; 260 pesetas en Madrid y 210 en provincias. 
En pasta pueden encuadernarse en 18 tomos y cues-
tan 30 pesetas más sobre dichos precios. 
B.—De REPERTORIOS. 
1." Repertorio de Legislación.—Van publi-
cados: 
Madrid. 	 Provincias. 
Tomo 	 I.—Año 1878... 	 10 y 11 ptas. 
H. 	 • 	 1879... 	 10 y 11 	 • 
• III. 	 . 	 1880... 	 7y 	 8 	 • 
• IV. 	 • 	 1881... 	 10 y 11 
• V. 	 • 	 1882... 	 13 y 14 
• VI. 	 • 	 '1883... 	 10 y 11 	 • 
• VII. 	 > 	 1884... 	 10 y 11 	 > 
> 	 VIII. 	 • 	 1885... 	 10 y 11 	 • 
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Prospecto. 
Terminada la publicación de las Constituciones, Le-
yes orgánicas y especiales y los Códigos principales de 
todas las naciones de Europa, y el derecho por que se 
rigen los Estados del Norte de Africa y Sudoeste de 
Asia, ó sea el de los pueblos musulmanes de esos 
dos Continentes, preparando, como apéndice á obra 
tan monumental, dos tomos de las Constituciones, Le-
yes orgánicas y Códigos comparados de los Estados 
americanos, y quedando algunas Colecciones comple-
tas de tan excelente obra (cuyo titulo y dirección dicen 
en su abono lo suficiente para ahorrar todo encomio, 
que pudiera además parecer interesado), lo adverti-
mos á los aficionados a los buenos libros, á fiu de que 
si desean adquirirla, no demoren formular el pedido 
correspondiente en cualquiera de las formas que para 
su adquisición se consignan más adelante. 
Como de seguir estacionada, quedaría esta obra 
desprovista de su principal interés, y sería, con el 
tiempo de escasa utilidad para los que desearan co-
nocer el derecho vigente en los diversos Estados, 
puesto que en el transcurso de algunos años se mo-
difican, en parte, las Instituciones juridicas por que 
se rigen, publicaremos en adelante un tomo semes-
tral de las Leyes y Códigos nuevos 6 que se reformen 
en todas las naciones, indicando el tomo de la obra 
en donde se encuentra el Código ó la ley modificada, 
para que pueda hacerse al margen de las respectivas 
páginas la anotación correspondiente por el quo po-
sea la Colección, ñ fi n de no citar 6 considerar como 
vigentes disposiciones derogadas. Estos apéndices 
forman, además, la parte cuarta de la Revista de los 
Tribunales y de Legislación Universal, que anunciamos 
en las páginas 1.' y siguientes de este Catálogo. 
Condiciones para la adquisición de la obra : 
1.' La Colección de leyes y Códigos de los Estados 
extranjeros, consta de 11 tomos voluminosos, en 4." 
mayor á dos columnas, en buen papel y esmerada 
impresión, siendo su precio encuadernados en rústica, 
francos de porte y certificados: 
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Tomo 2.° al 5.°, las de 1880 y.1887: 4 tomos 16 pe-
setas en Madrid y 17 en provincias. 
Tomo 6.° s 8.°, las de 1888 á 1890: 6 pesetas. 
Tomo 9. ° y 10, las de 1891 y 92; 3 pesetas. 
Tomo 11, las de 1893, 4 pesetas. 
Estos once tomos pueden encuadernarse en dos, y 
su coste es 95 pesetas en pasta en Madrid y 37 en 
provincias. 
Repertorio de Jurisprudencia española.—
Continuación de los anteriores Repertorios. — To-
mo 1.° Comprende la doctrina de las sentencias dicta- 
das por el Tribunal Supremo y por el de lo Conten-
cioso-administrativo; las decisiones adoptadas por los 
departamentos ministeriales en materia gubernativa 
y las acordadas por las Direcciones generales de los 
Registros y del Notariado y la de Gracia y Justicia 
del Ministerio de Ultramar, publicadas en la  Gacela 
desde 1. ° de Enero á fin de Diciembre de 1894; 7 pese-
tas en Madrid y '7'50 en provincias, en rústica. To-
mo 2.° Comprende las sentencias, etc., etc , desde l.° 
de Enero a fin de Diciembre de 1895; 8 pesetas en 
Madrid y 8'50 en provincias. 
Las suscripciones y pedidos al Administrador de 
la Revista, San Roque, núm. 1, Madrid. 
Manual de jurisprudencia penal y procesal 
ó Diccionario recopilador de la doctrina de las senten-
cias dictadas por el Tribunal Supremo sobre aplica-
ción del vigente Código penal y de la ley de Enjui-
ciamiento criminal, desde su publicación hasta 1892. 
Dos tomos en 8.° de más de 400 paginas cada uno, 
I pesetas en rústica y 8 encuadernados en tela en un 
solo volumen en Madrid y 7`50 y 8'50 en provincias. 
II 
LEGISLACICN EXTRANJERA 
Colección universal de Leyes y Códigos 
6 Instituciones jurídicas y políticas de los pueblos mo-
dernos, dirigida por los Sres. D. Vicente Romero y 
(lirón y D. Alejo García Moreno. 
6 pesetas en Madrid y 6'50 en provincias, en rústica 
(1'50 más en pesta). 
Fiore.— Derecho internacional privado, 6 princi-
pios para resolver los conflictos entre las leyes ci-
viles, comerciales, judiciales y penales de los diversos 
Estados.—Versión española anotada par D. A. García 
Moreno, con un prólogo del Excmo. Sr. D. Vicente 
Romero y Girón.—Segunda edición completamente 
refundida .y considerablemente ampliada.—Tres to- 
mos en 4.°, 19 pesetas en Madrid y 21 en provincias, 
en rústica (5 pesetas más en pasta). 
Saw [ uy. — Sistema de Derecho romano; versión cas-
tellana de los Sres. D. Jacinto Mesía y D. Manuel 
Poley, con una introducción crítica de D. Manuel 
Durán y Bas, Presidente de la Asociación .Savi-
gny. de Cataluña, y Catedrático de la Facultad de 
Derecho en la Universidad de Barcelona.—Seis to-
mos, 40 pesetas en Madrid y 42 en provincias, en rús-
tica (9 pesetas mes en pasta). 
Flore.—Derecho internacional público. Versión cas-
tellana de A. García Moreno.—La nueva edición, 
refundida y considerablemente aumeutade, consta de 
4 tomos en 4.° mayor: los tres primeros tratan del 
Derecho internacional público en tiempo de paz, y 
el 4.° en tiempo de guerra: precio, 26 pesetas en Ma- 
drid y 28 provincias, rústica (6 pías. más en pasta). 
Tratados generales entre España y las demás 
naciones, por A. García Moreno.—Un tomo en 4.°, 8 
pesetas en Madrid y 8'50 en provincias, en rústica 
(1`50 me te en pasta). 
Bluotsehll.—Derecho pública universal. — Versión 
castellana ampliada con las noticias biográficas del 
autor, é indicación de su sistema obras, por A. Gar- 
cía Moreno.—Cuatro tomos en 4. mayor, 26 pesetas 
en Madrid y 28 en provincias, en rústica (6 pesetas 
más en pasta). 
Tlasot.—Derecho penal, estudiado en sus princi-
pios, en sus aplicaciones y legislaciones de los di-
versos pueblos del mundo.—Tres tomos en 4.°mayor, 
20 pesetas en Madrid y 22 en provincias, en rústica 
(4 pesetas más en pasta). 
lo 
En España y Portugal, 181 pesetas. 
En Cuba y Puerto Rico, 41 pesos oro. 
En el extranjero y Filipinas, 240 francos, ó sea 48 
duros oro. 
En pasta española, 2 pesetas mks cada tomo. 
2. 0 Forman ademks parte de esta obra, dos tomos 
voluminosos con el texto y comentarios al Código civil 
 
español, comparado con los que rigen en los paises 
extranjeros. Su precio es el de 90 pesetas en España  
y Portugal; 35 en Cuba y Puerto Rico (7 pesos oro), 
y 40 en Filipinas y extranjero.  
Van publicados los tomos 1.° y 2.° del Anuario de 
Legislación universal, que comprende las principales 
leyes promulgadas en los Estados de América y Eu-
ropa durante el año 1894. Precio de cada tomo, 16 pe-
setas en Madrid, rústica.  
CÓDIGOS CIVILES AMERICANOS 
Tomo 1.° —Código civil de Méjleo.—Un tomo 
en 4. ° mayor, á dos columnas: 5 pta. 
'Pomo 2.° — Código civil de la Republica 
Oriental del Uruguay.—Un tomo en 4. mayor, 
 á dos columnas, 4 pesetas en Madrid y 4'50 en
provincias.  
Tomo 3. 0— Idem adetu de Guatemala.—Un  
tomo en 4.°, 4 ptas. en Madrid y 4'50 en provcias.  
III 
BIBLIOTECA JURÍDICA  
COLECCIÓN DE LAS OBRAS BUS NOTABLES DE DERECHO  
PUBLICADAS EN EL EXTRANJERO Y TRADUCIDAS  
AL CASTELLANO. 
Hasta la fecha se han publicado en esta Biblioteca  
27 tomos correspondientes á las siguientes obras:  
Carrara. — Teoría sobre la tentativa y la compli-
aided 6 el grado en la tuerza física del delito; versión  
castellana, anotada y con un prólogo de D. Vicente 
Romero Girón. Un tomo en 4. (1. ° de la Biblioteca):  
----- ^ — ^^_ 
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cab'es á lo preceptuado en cada título; 5.° Acciones 
y procedimientos. — Dos voluminosos tomos en 4.° 
mayor, 32 pesetas en Espaùa y 35 en Ultramar y 
extranjero en rústica y 4 pesetas más en pasta. 
Código civil español ilustrado con notas, refe-
rencias, concordancias, motivos y comentarios, por 
D. Modesto Falcón, Catedrático de la asignatura de 
Derecho civil en la Universidad de Barcelona; eon un 
estudio critico del Código, por el Excmo. Sr. D. Vi-
cente Romero y Girón.—Consta de cinco tomos en 4.", 
y su precio es de 30 pesetas en Madrid, 32 en pro-
vincias en rústica y 1 pesetas más en pasta espahola. 
Código de Comercio (segunda edición), concor-
dada con nuestra legislación anterior y la vigente, 
anotado con la jurisprudencia nacional y extranjera, 
exposición de motivos del proyecto, precedido de una 
introducción por D. Vicente Romero y Girón, y se-
guido de veintinueve Apéndices que contienen cuan• 
tas disposiciones dictadas hasta el día aclaran, am-
plían ó explican los preceptos de aquél: 14 pesetas 
en Madrid y 15 en provincias en rústica y 2 pesetas 
más en pasta. 
Minas —Legislación y jurisprudencia aplicable en 
esta materia, desde Códigos más antiguos hasta las 
disposiciones más recientes (1892), por D. Ramón y 
D. Máximo Sánchez de Ocaña. Contiene además las 
disposiciones referentes a los ingenieros del ramo, su 
escalafón, etc.—Dos tomos encuadernados (en tela) 
en uno voluminoso, edición de lujo, 12'50 pese-
tas en Madrid y 13 en provincias. 
II.-Códigos y Leyes anotadas. 
(BIBLIOTECA DE BOLSILLO) 
1.—Legislación civil, mercantil, penal 
é hipotecaria. 
Código civil reformado.-Quinta edición de 
bolsillo (1895), corregida con arreglo al texto de la 
mandada publicar por Real decreto de 24 de Julio de 
1889, en cumplimiento de la ley de 24 de Mayo del 
mismo año, y el Real decreto de 31 de Julio de 1889, 
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Enrico Ferri. — Los nuevos horizontes del Derecho 
y dei procedimiento penal. Versión castellana de D. Isi-
dro Pérez Oliva, con un prólogo del autor, escrito ex-
presamente para la edicion castellana: un tomo de 413 
páginas, 1 pesetas en Madrid y 7'50 en provincias, 
en rústica (1'50 más en pasta). 
Dlodato Lioy. —De la Filosofía del Derecho.
—Versión castellana de D. Luis de Moya, con tina cart
prólogo del Excmo. Sr. D. Vicente Romero Girón: 
dos tomos en 4.°, 12 pesetas en Madrid y 13 en pro-
vincias, en rústica (8 pesetas más en pasta). 
Flore. —El Derecho Internacional codificado y au 
sanción jurídica, seguido de un resumen histórico de 
los principales tratados internacionales; versión cas-
tellana anotada y considerablemente aumentada con 
ampliaciones comparativas y criticas y varios apén-
dices, por D. A. García Moreno; dos tomos, 14 pesetas 
en Madrid y 15 en provincias, en rústica (8 pesetas 
más en pasta). 
Los que deseen adquirir toda la colección, podrán 
obtener los 27 tomos: en Madrid, por 160 pesetas en 
rústica y por 200 en pasta; en provincias por 110 y 
y 210 respectivamente, y en Ultramar y extranjero, 
por 1S0 en rústica y 2.25 (francos ú oro) en pasta. 
francos de porte y certificados los paquetes. 
Iv 
CÓDIGOS Y LEYES ESPAÑOLAS 
DE LA PENÍNSULA É ISLAS ADYACENTES 
L— Códigos y Leyes comentados. 
Cédigo civil español.—Comentado y con una 
introducción crítico-expositiva, por D. Manuel Pe-
dregal. Contiene cinco clases de comentarios, a sa-
ber: 1. ° Exposición de motivos al frente de cada títu-
lo; 2.° Precedentes en nuestra legislación respecto 
del contenido de cada artículo; 3.° Legislación com-
parada ó sea comparación del texto de cada artículo 
con los correspondientes de los Códigos extranjeros; 
4.° Principios del derecho internacional privado apli- 
holes y de los Cuerpos de Contramaestres, Condesta-
bles y Practicantes de la Armada; 2 pesetas en Ma. 
drid y ?'50 en provincias. 
Código penal para la Península (6.' edicion, 1896) 
anotado con la jurisprudeucja establecida pot el  Tri-
bunal Supremo desde qua rige aquél hasta fin de 1895; 
aumentada esta edición con 84 TABLAS de duración 
de las penas y ESCALAS de las respectivas inferio-
res, y con la LEY DE EXPLOSIVOS comparada con 
sus similares del extranjero; 3 pts. en tela y 3"50. 
Ley de caza para la Península de 10 de Enero 
de 18'79; 0'50 céntimos, en rústica. 
Ley de Enjuiciamiento criminal, anotada 
con la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, Circu-
lares de la Presidencia y Fiscalía del mismo y con 
mantas disposiciones relacionadas con el procedi- 
miento criminal se hallan vigentes y aumentada con 
la Ley de Explosivos; 4 pesetas en Madrid y 4'30 
en provincias, encuadernada en tela. 
Manual del Jurado.—Comprende, además del 
texto y Real decreto poniéndolo en ejecución, la par-
te de las Orgánica, Enjuiciamiento criminal y Código 
penal que la completan, y un prólogo del Sr. Romero 
Girón; 1'30 pesetas en Madrid y It en provincias, 
encuadernada en tela. 
Contrabando y defraudación.—Real decreto 
de 20 de Junio de 1853 sobre represión de los delitos 
de contrabando y defraudación á la Hacienda pública, 
anotado con las disposiciones posteriores; 1 peseta 
en rústica. • 
Leyes organicas del. Poder judicial de 15 
de Septiembre de 1870 y de 14 de Octubre de 1882, 
anotadas y concordadas con todas las disposiciones 
complementarias vigentes, seguidas del texto de és-
t as y de las dictadas para la inteligencia y aplicación 
de las leyes de Enjuiciamiento civil y criminal y del 
Jurado, con un estudioreliminar sobre reformes en 
la organización judicial:,  por D. Ramón Sánchez de 
()cama; 6 pesetas en Madrid y 6'50 en provincias, 
eu rústica, 1 peseta más encuadernada en tela y 1'50 
en pasta (edición manual de 1894). 
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haciéndolo extensivo á Cuba, Puerto Rico y Filipi- 
nas; con multitud de referencias de unos artículos con 
otros, con las leyes procesales y complementarias del 
mismo, jurisprudencia del Supremo y disposiciones 
aclaratorias hasta fin de 1894. Contiene, además, diez 
interesantísimos apéndices acerca de la inscripción 
de los matrimonios canónicos, actuaciones preparato• 
ries eir los juicios de divorcio ó de nulidad de los ma-
trimonios civiles; enajenación de bienes de menores; 
modo de funcionar el Consejo de familia; testamento 
ológrafo; lagítima del cónyuge viudo, etc., y un mi- 
nuci oso índice alfabético. 
El precio de esta quinta edición es el de 4 pesetas 
en Madrid y 4'50 en provincias encuadernado en 
tela; 5 y 5'50 en pasta espailola. 
Complementos al Cúdigo civil español, con 
las leyes complementarias del mismo, y varios Apén-
dices relativos al procedimiento aplicable á las nue-
vas instituciones introducidas en nuestro derecho y 
un extenso y utilísimo índice alfabético.—Un tomo, 
encuadernado en tela, 3 y 3650 pesetas 
El Código (4.' edición)y el Complemento encuader-
nados en un solo tomo de 'más de mil paginas, 6 pe-
setas en Madrid y I en provincias 
Ley de EnJuiclawiento civil (4.' edición 1894) 
arreglada á lea reformas introducidas en la misma por 
la de 11 de Mayo de 1888, anotada con la jurispruden-
cia del Tribunal Supremo, concordada con el nuevo 
Código de Comercio y seguida de varios Apéndices 
con toda la legislación vigente sobre procedimiento 
en lo civil y un minucioso índice alfabético; I pese. 
tas en Madrid y 1'50 eu provincias, encuadernado 
en tela (t peseta mas en pasta). 
Código de Comercio para la Península, las 
Antillas y Filipinas (6.' edición, 1896), anotada con la jurisprudencia del Supremo y numerosas referencias, 
tanto de unos artículos á otros cuanto á los regla.
mentos y demás disposiciones vigentes; encuader-
nado en tela, 3 pesetas en Madrid y 3'50 en pro-
vincias (1 peseta más en pasta). 
Reglamentos de practicaje en los puertos espa- 
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Juzgados, etc. Precio 4 pesetas, tela, en Madrid y 
4 6 50 en provincias. 
Compilación de los Aranceles vigentes en la 
Península y reformas introducidas en los mismos.—
Segunda edición ampliada de 1895.—Encuadernado 
en tela, It pesetas en Madrid y 2'50 en provincias. 
2.—Leyes penales militares. 
Nuevo Código de Justicia militar de 21 de 
Septiembre de 1890, anotado y concordado con la le-
gislación militar anterior, el Código penal común, la 
ley de Enjuiciamiento civil, el Código penal para la 
Marina de guerra, etc., etc., precedido de una intro-
ducción crítica por D. Ramón Sánchez de Ocabs, Re-
dactor de la Revista de los Tribunales. Este Código 
regirá en la Península, Cuba, Puerto Rico y Filipi-
nas; 3 pts. ea Madrid y 3'50 en provincias, en tela. 
Código penal de la Marina de Guerra; I peseta 
en rústica y 1'50 en tela, en Madrid. 
Leyes de organización y atribuciones de los 
Tribunales de Marina y de Enjuiciamiento militar 
de Marina de 10 de Noviembre de 1894 (edición 
de 1895). Un tomo de 225 p• n ginas en 8.",',è pesetas 
en Madrid, en tela, y 2'50 en provincias. 
Manual de Justicia militar para las clases de 
tropa, arreglado al nuevo Código de Justicia militar 
de 21 de Septiembre de 1890, publicado por la Revis-
la de los Tribunales; 50 céntimos en Madrid, rústica. 
3.—Derecho político y administrativo. 
Derecho político y orgs naco.—Comprende la 
Constitución de 1816 y todas las leyes complemen-
tarias de la misma, municipal, provincial, electora. 
les, de reunión, imprenta y asociación, etc., etc.; un 
tomo en 8." de más de 500 páginas, encuadernado en 
tels, 3 pesetas en Madrid y 3'50 en provincias. 
Constitución de la Monarquía, de 30 de Ju-
nin de 1816, con las leyes de Imprenta, Reunión, 
Asociación, Extranjería, etc., y referencias á otras le-
yes orgánicas, al Código penal y ley de Enjuicia-
miento criminal; l peseta, en rústica. 
s 
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Escribanos de, actuaciones.—Real decreto de 
20 de Mayo de 1891, organizando la carrera, anotado 
y con varios apéndices; 1 pta. rústica y I'50 tela. 
Ley Hipotecaria para la Península, precedida 
de su exposición y seguida del vigente Arancel de los 
Registradores, anotada con cuantas disposiciones 
aclaran su texto, por la Redacción de la Revista de to.e 
Tribunales; 2450 pesetas en Madrid y 3 en provin-
cias, encuadernada en tela. 
Keglamento para la ejecuciúu de la •Ley 
Hipotecaria. (1895) profusamente anotado con la doc-
trina establecida por la Dirección (le los Registros, y 
las disposiciones legales que reforman ó modifican 
algunos de sus preceptos. Contiene, además, en dos 
Apéndices el Real decreto de 10 de Julio de 1893, so-
bre clasificación definitiva de los Registros y fianzas, 
y el de 11 de Noviembre de 1890, sobre provisión, 
traslaciones, permutas, etc.; 2'50 pesetas en Madrid 
y 3 en provincias, en tela. 
Manual práctico de la Hipoteca naval. Comenta-
rios y texto de la ley de 21 de Agosto de 1893, con-
cordada con las correspondientes extranjeras y con 
la jurisprudencia análoga, por D. Leopoldo González 
Revilla. Un tomo de 344 páginas, 3 pesetas en Ma- 
drid y 3'50 en provincias, en tela. 
Ley y Reglamento del Notariado é Instruc-
ción sobre la manera de redactar los instrumentos 
públicos sujetos á registro, anotadas con la Jurispru-
dencia del Tribunal Supremo, las Resoluciones de la 
Dirección general de los Registros y cuantas dispo-
siciones referentes á la materia se han publicado has 
ta el día; 2'50 pts. Madrid y 3 provincias, en tela. 
Manual del Abogado y del funelonario ju-
dicial.—En un elegante tomo de unas 400 páginas 
en 8.", encuadernado en tela, hemos compilado cuen-
to puede interesar los Abogados, Jueces, Magistra-
dos, etc., para el ejercicio de la profesión, desde los 
Estatutos recientemente publicados para los Cole-
gios hasta lo que se refiere á la contribución indus-
trial, timbre, etc., Ordenanzas de las Audiencias, 
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de la vigente ley del Sufragio de 26 de Junio de 1890, 
y al Real decreto de adaptación de la misma á las 
elecciones de Diputados provinciales y Concejales, de 
5 de Noviembre de dicho año, publicada por la Re - 
vista de los Tribunales. — Precio, :SO céntimos en rús-
tica y 1 peseta en tela, en Madrid. 
Ley organica del Consejo de Estado de 17 de 
Agosto de 1860 y Reglamento para el régimen in- 
terior del mismo, de 28 de Junio de 1891 (2. edición); 
1 peseta en rústica y 1'5O en tela, en Madrid. 
Ley y Reglamento de lo contencioso ad-
ministrativo, reformado por el decreto de 22 de 
Junio de 1894, con la Exposición de motivos de la 
reforma, notas explicativas, críticas y de referencia 
y un extenso prólogo (2.' edición); 2'50 pesetas en 
Madrid y 3 en provincias en tela. 
Estudios sobre el procedimiento contencioso ad-
ministrativo. Providencias que causan estado, por 
D. José María Caballero, con un Prólogo de D. Is-
mael Calvo, Catedrático de la Universidad Central; 
Un tomo de 300 páginas, 3 pts. en Madrid, en rústica. 
Reglamento del Procedimiento administrativo 
de los departamentos ministeriales, publicado en 
cumplimiento de la ley de Bases de 19 de Octubre de 
1889; 2 pesetas en Madrid y 2`30 rovincias, tela. 
Ley y reglamento provisional de procedimiento 
en las reclamaciones económico-administrativas, de 
24 de Junio de 1885 y 14 de Abril de 1890;1'50 pe-
setas en Madrid, en tela. 
lüeglaunento provisional para la inspección, 
administración y cobranza de la contribución indus-
trial y de comercio, aprobado por Real decreto de 28 
de Mayo de 1896; 1'50 pesetas. 
El Impuesto de derechos reales.—Ley de 
25 de Septiembre de 1892 y Reglamento general 
para la administración y realización del impuesto de 
derechos reales y transmisión de bienes, anotados y 
concordados por D. Ramón Sánchez Ocaña; 2 pesetas 
en Madrid y 2'50 en provincias, en tela. 
Ley del Timb^e del Estado y Reglamento pa-
ra su ejecución, de 15 de Septiembre de 1892,'.anota- 
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Leyes de Imprenta, Reunión y Asociación, 
vigentes en la Península, anotadas con la jurispru-
dencia y disposiciones dictadas para su mejor inteli-
gencia hasta 1892 (2. ° edición); pesetas O'50. 
Nueva ley electoral (6 del Sufragio), para Di-
putados á Cortes de 26 de Julio de 1890, y la de Se-
cadores de 8 de Febrero de 1877, anotadas y concor-
dadas por D. Ramón Sánchez de Ocaha y D. Manuel 
Ochotorena y Trujillo, redactores de la 'Revista de los 
Tribunales; aumentado con 19 Ap ,ndices con cuantas 
disposiciones se han dictado hasta el día; 2 pesetas 
en Madrid y 2'50 en provincias, en tela. Se venden 
también sueltos los 19 Apéndices y valen 1 peseta 
en Madrid. 
Legislación Electoral vigente para Dipu-
tados provinciales y Concejales.—Contiene el 
Real decreto de adaptación de la ley electoral vigen-
te á las elecciones de Diputados provinciales y Con-
cejales, anotado, precedido de su exposición y seguido 
de varios apéndices con todas cuantas disposiciones 
complementarias se han publicado para su ejecución 
y con formularios ajustados a su texto, por D. Manuel 
Ochotorena y Trujillo, Redactor de la hevista de los 
Tribunales. — Precio, 1'5O pesetas tela, en Madrid. 
El Derecho electoral en España, por D. Am-
brosio Tapia, Fiscal de la Audiencia de Barcelona. - 
Libro que comprende la ley de 26 Junio de 1890 
sobre Sufragio universal y elecciones de Diputados á 
Cortes, el Real decreto de adaptación de 5 de Noviem-
bre de 1890 sobre elecciones de Concejales y Diputa-
dos provinciales, el Real decreto de 80 de Diciembre 
de 1890 sobre elecciones municipales, la ley de 8 de 
Febrero de 1877 sobre elección de Senadores, cuantas 
disposiciones legales se han publicado por la Junta 
central del Censo y el Gobierno, para la mejor iuteli• 
gencia y aplic.. ción de la ley de Sufragio universal, 
s it s concordantes de otras leyes, la sanción penal de 
los delitos y faltas electorales, con notas, comentarios 
y referencias. Su precio,? pesetas en Madrid  2'50 
en provincias, en rústica; en tela 50 céntimos más. 
Cartilla electoral.—Ajustada á las disposiciones 
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eión económica provincial, el del servicio de inves-
tigación de la Hacienda pública y los modelos oficia-
les para su cumplimiento; I'50 pesetas en rústi-
ca y 2 encuadernado en tela. 
Ley y Reglamento sobre derechos pasivos al 
Magisterio de primera enseñanza; 50 céntimos en 
Madrid, ^ üstica. 
Reglamento de los Cuerpos de Seguridad 
y Vigilancia, aprobado por Real decreto de 18 de 
Octubre de 1887; O'5O pts. 
Ley de Reclutamiento y reemplazo del 
Ejército de 11 de Julio de 1885, modifica por la de 
21 de Agosto de 1896 y Reglamento para su ejecu-
ción y declaración de exenciones de 23 de Diciembre 
de 1896, anotados y concordados con las Leyes, De-
cretos, Reales órdenes y demes disposiciones y Juris-
prudencia que las sirven de complemento; 2 pesetas 
en rústica. 
Ley de Reclutamiento y Iteemplazo de la 
Armada, de 17 de Agosto de 1885, Instrucción pa-
ra su cumplimiento de 16 de Diciembre del mismo, 
y Reglamento orgánico del ejército territorial de las 
Islas Canarias, de 10 de Febrero de 1866; 1 peseta. 
Compilación de la legislación de aguas, 
canales, pantanos y puertos, anotada con la doctrina 
y referencias á la jurisprudencia civil, administrati-
va y fi las Leyes y Códigos que tienen relación con 
ella y aumentada con la ley de Obras públicas (ter-
cera edición de 1894); 2'50 pesetas en Madrid y 
3 en provincias, en tela. 
V 
CÓDIGOS Y LEYES VIGENTES 
EN ULTRAMAR. 
I.—ESPECIALES PARA CUBA Y PUERTO RICO 
Ley de Enjuiciamiento civil reformada para 
las islas de Cuba y Puerto Rico, concordada con la 
de la Península y el nuevo Código de comercio; ano-
tada con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
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das y concordadas con la legislación complementaria, 
seguida de una Tabla sinóptica de todos los actos, 
contratos y documentos clasificados por el precio ó 
cuantía del timbre que le corresponde, por D. Ramón 
Sánchez Ocafia, y aumentada con cuantas disposicio-
nes la aclaran ó completan, hasta fin de 1895; 2'50 
pesetas en Madrid y 3 en provincias, en tela. 
Nuevas Ordenanzas generales de la Renta 
de Adnanas de 15 de Octubre de 1894 (tercera edi-
ción); 3'50 pesetas en Madrid y Al en provincias, en 
tela. 
Reglamento provisional para la administra-
ción y exacción del impuesto de consumos, aprobado 
por Real decreto de 30 Agosto 1896, con las leyes de 
Bases y Tarifas; 1 peseta en rústica en Madrid. 
Reglamento especial para el Resguardo del 
impuesto de consumos, aprobado por R. D. de 29 de 
Septiembre de 1885; 25 céntimos en Madrid, rústica. 
Reglamento para el servicio de la Inspección é 
Investigación de la Hacienda pública de 31 de Agos-
to de 1892, anotado con varias disposiciones comple-
mentarias; 1 peseta en Madrid, rústica. 
Contribuclones.—Ley organizando el servicio 
de recaudación de las de inmuebles, cultivo y gana-
dería, é industrial y de comercio, é Instrucciones 
para los recaudadores de dichas contribuciones, y 
para el procedimiento contra los deudores á la  Ha-
cienda pública, de 12 de Mayo de 1888; 1 peseta en 
rústica y 1 '50 en tela, en Madrid. 
Idem.—Reglamento para la administración, 
investigación y cobranza de la contribución sobre los 
edificios y solares, de 24 de Enero de 1894; 1 peseta 
en Madrid, rústica. 
Nuevo Reglamento de la Asociación gene-
ral de Ganaderos, aprobado por el Real decreto 
de 18 de Agosto de 1892, anotado y concordado y pre-
cedido Je una reseña histórica del honrado Concejo 
de la Mesta y de la legislación sobre ganadería, por 
D. Ramón Sánchez Ocaña;1'5O pts. en Madrid, tela. 
Leyes de dehesas boyales yy A dministraciones 
subalternas, con los Reglamentos de la Administra- 
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vigentes en Cuba y Puerto Rico, anotadas con la jurisprudencia y demás disposiciones vigentes; 50 
céntimos en Madrid, rústica. 
Nuevas Ordenanzas de Aduanas, para la Isla 
de Cuba, que empezaron á regir en 1.°de Julio de 1892; 
0'50 pesetas en Madrid, tela, y 3 en pasta 
Nuevos Aranceles de Aduanas, para la Isla de 
Cuba y Puerto Rico, vigentes desde 1. 0 de Julio de 
1892; ;2 pesetas en Madrid, rústica. 
Reglamento para la Administración del 
Impuesto sobre Derechos reales y Transmi-
sión de bienes, vigente en la isla de Cuba desde 1." 
de Julio de 1892; 1 peseta en Madrid, rústica. 
Reglamento para la imposición y cobranza de 
In contribución industrial y de comercio en la isla 
de Cuba, de 1 de Julio de 1892; precio, 1'50 pese-
tas en Madrid, rústica. 
II.—ESPECIALES PARA FILIPINAS 
Código penal reformado para las islas Filipinas 
edición, 1896), profusamente anotado con el ex-
tracto de aquellas sentencias dictadas por el Tribu-
nal Supremo en que se establece verdadera doctrina, 
desde 1810 hasta el día. Contiene además la ley 
Provisional para la aplicación del Código y la parte 
de la de Enjuiciamiento criminal de 22 de Diciembre 
de 1812 que le sirve de complemento. Forma un 
tomo de 200 páginas más que la edición anterior. Su 
precio, 3'50 pesetas en Madrid, tela, y 4 en pasta. 
Ley de Enjuiciamiento civil para las islas 
Filipinas (2. ° edición, 1895), aprobada por Real orden 
de 3 de Febrero de 1888; precedida de la Exposición 
de motivos de la Comisión codificadora ele Ultramar; 
concordada con la Ley de la Peninsula y el nuevo Có-
digo de comercio; anotada con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo y demás disposiciones legales 
hasta fin de 1894; seguida de once Apéndices con to-
da la legislación vigente sobre procedimiento en lo 
civil en Filipinas, y de un minucioso índice alfabéti-
co (edición manual); S pesetas en Madrid, pasta. 
Legislación notar ial vigente en Filipinas. Com- 
1 ' 
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seguida de varios apéndices con toda la legislación 
vigente sobre el procedimiento en lo civil en Cuba 
y Puerto Rico, y un minucioso índice alfabético (2.' 
edición 1894); 7' pts. en Madrid, en tela y S pasta. 
Código penal para Cuba y Puerto Rico, 
de 23 de Mayo de 18'79, con las correcciones ordena-
das por el Real decreto de 20 de Agosto de 1880, ano-
tado con la jurisprudencia del Tribunal Supremo y 
aumentado con la Ley de Explosivos; 3 pesetas en 
Madrid en tela y 3'50 en pasta. 
Ley de Enjuiciamiento criminal para Cuba 
y Puerto Rico, profusamente anotada con la juris-
prudencia del Tribunal Supremo y con cuantas Re-
soluciones y Circulares han dictado la Presidencia y 
Fiscalía del citado Tribunal, desde que se halla es-
tablecido el juicio oral. Precio, 4 pesetas en Madrid 
en tela y 4'50 en pasta. 
Arancel de los honorarios que devengan los Re-
gistradores de la propiedad en Cuba y Puerto Rico, 
aprobado por Real decreto de 10 de Abril de 1891. 
Precio, 25 céntimos. 
Legislación Notarial vigente en Cuba y 
Puerto Rico.—Contiene además de la Ley y Re-
glamento del Notariado, y la Instrucción general 
sobre la manera de redactar los Instruméntos pú-
blicos sujetos á Registro, anotados con las Resolu-
ciones de la Dirección general de los Registros, sen-
tencias del Tribunal Supremo y eon cuantas disposi-
ciones aclaratorias se han dictado hasta el día, los 
Aranceles vigentes en ambas Antillas , la demarca-
ción notarial, el Real decreto creando el Registro de 
última voluntad y circulares dictadas para su ejecu-
ción, etc., etc.; 2'50 pesetas en Madrid en tela y 3 
en pasta. 
Ley de Aguas para la isla de Cuba de 9 de Ene-
ro de 1891 é Instrucción de 13 de Enero del mismo 
Rho, anotada por D. Manuel Ochotorena. Precio,1'50 
pesetas en Madrid, en tela. 
Ley de caza para las provincias de Cuba y Puer-
to Rico; 50 céntimos en Madrid, rústica. 
Leyes de Imprenta, Reunión y Asociación 
flnalailisisisOna••`a" 
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negocios de Ultramar, organizado por Real de-
creto de 21 de Septiembre de 1888, y la Ley de lo con-
tencioso administrativo hecha extensiva á las islas de 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas por Real decreto de 28 
de Noviembre de 1888. Contiene además la Ley or-
gánica del Consejo de Estado y el Reglamento para 
el régimen interior del mismo.—Precio: 2 pesetas 
en Madrid, tela. 
Compilación de las disposiciones orgánicas de la 
Administración de justicia en las provincias de Ul-
tramar, precedida de una Introducción histórica, ano• 
tada y concordada con la legislación anterior y la de 
la Península y con las leyes procesales, y seguida de 
varios Apéndices comprensivos de la ley de unifica-
ción de 19 de Agosto de 1885, el decreto ley de em-
pleados de Ultramar y las demás disposiciones vigen-
tes; 3 pesetas en Madrid, tela. 
Ley y Reglamento hipotecarios para Ultra-
mar, vigentes en Cuba, Puerto Rico y Filipinas, ano-
tada y con sus complementos; dos tomos, 5 pesetas 
ed Madrid y 5'50 en pasta, encuadernados en li no. 
Son aplicables á Ultramar las siguientes Leyes y 
Códigos: 1.° Constitución de la Monarquía; 2.', Códi-
go civil; 3.°, Código de Comercio; 4.', Nuevo Código 
de justicia militar. 
VI 
PROGRAMAS Y CONTESTACIONES 
ALGUNOS DE ELLOS 
Nuevo programa oficial para el ejercicio teóri 
co de oposición á las plazas de Aspirantes á la Judi. 
catura, precedido del Real decreto de convocatoria de 
21 de Junio de 1889; II peseta. 
Contestaciones á este programa por don Ramón 
Sánchez Ocaña y D. Fermin Castaño, publicadas por 
la Revista de los Tribunales, en las que encontrarán los 
opositores, sin necesidad de consultar otra obra ni texto 
egal, cuanto es necesario para el desarrollo-de todas 
las lecciones del programa —El precio de esta obra 
es de 38 y 40 pesetas; 2 thás encuadernada. 
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prende la Ley del Notariado de 15 de Febrero de 
1889; el Reglamento para su ejecución de 11 de 
Abril de 1890, y la Instrucción general sobre la ma-
nera de redactar los instrumentos públicos sujetos á 
Registro, la demarcación notarial y varios apéndi-
ce y modelos; 2'50 pesetas en Madrid, tela. 
Ordenanzas de la Renta de Aduanas, vigentes 
en las islas Filipinas, anotadas y adicionadas con va-
rias disposiciones aclaratorias y complementarias; 3 
pesetas en Madrid, en tela. 
III. —LEYES COMUNES I. CUBA, PUERTO RICO 
Y FILIPINAS 
Reglamento de las carreras civiles de 
Ultramar, con notas y apéndices que contienen 
varias disposiciones que aclaran ó modifican lo en 
aquél preceptuado, y las referentes a las carrerasju-
dicial y fiscal; 1 peseta en Madrid, rústica. 
Real decreto de 12 de Octubre de 1884 esta-
bleciendo el servicio de Cambio de cartas con valores 
declarados y el de paquetes postales marítimos entre la 
Peninsula y las islas de Cuba, Puerto Rico y Filipi-
nas, Contiene además, los Reglamentos para la orga-
nización y régimen del Registro mercantil en las 
islas de Cuba y Puerto Rico, de 12 de Febrero de 1886; 
Instrucción pare la exacción y administración de la 
renta del sello y timbre del Estado en la isla de Cu-
ba, de 5 de Febrero; Real decreto haciendo extensivo 
a las citadas islas, con las modificaciones que en el 
mismo se expresa, el Código de Comercio vigente en 
la Península; Aranceles de los Juzgados municipales 
de las mismas islas, aprobados por Iteal decreto de 
16 de Enero de 1884, y Real decreto organizando los 
Juzgados municipales, de 15 de Enero del mismo 
año; 2'50 pesetas en Madrid, rústica. 
Aranceles judiciales para los negocios civiles. 
(Decreto de 18 de Julio de 1893); 1 peseta en Ma-
drid, rústica. 
Ideen íd. en los negocios criminales. (Decreto de 
18 (le Mayo de 1894); 1 peseta en Madrid, rústica. 
El procedimiento administrativo en los 
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examen de ingreso en el personal cíe la Inspección 
administrativa y mercantil de ferrocarriles y Regla-
mento para el régimen interior de las Secciones pro-
vinciales de Fomento; 1 peseta en Madrid. 
Reglamento para los ejercicios de oposición á 
las plazas de Auxiliares de la Dirección general de 
los Registros del Ministerio de Gracia y Justicia de 
25 de Enero de 1887 y Programa de preguntas para 
el primer ejercicio; Reglamento del Cuerpo Jurídico de 
la Armada de 17 de Noviembre de 1886 y de oposicio, 
nes para el Cuerpo Jurídico militar de 24 de Junio de 
1884; 1 peseta en Madrid. 
Cuestionario teórico-practieo para los aspi-
rantes á oficial en el Cuerpo pericial de Contabilidad 
del Estado. Contiene esta obra el Real decreto de 6 
de Diciembre de 1894 sobre constitución del Cuerpo; 
su Reglamento orgánico; el programa para el exa-
men de ingreso de los aspirantes á oficial, y las con-
testaciones al mismo, con 11 formularios 6 modelos 
para el ejercicio práctico, por D. Arturo F. Alonso 
Mateo. Precio, 4 pesetas en Madrid y 5 en provin-
cias, rústica. 
VII 
DISCURSOS Y FOLLETOS JURÍDICOS 
El Proceso de la Mano Negra. —Informes de 
los Excmos. Sres. D. José Carvajal y D. Manuel Pe-
dregal, y las sentencias de la Audiencia de Jerez y del 
Supremo Tribunal de Justicia; 1'50 pts. en Madrid. 
Castellar.—La codificación civil, con un resumen 
de las legislaciones forales; 11'50 pesetas en Madrid. 
Faleon.—La futura legislación civil de España.
—Examen de las bases para la redacción del Código ci-
vil; 1'50 peéetas en Madrid. 
Falcón. —La Codificación civil; breves indicacio-
nes sobre la misma con motivo del Real decreto de 2 
de Febrero de 1880; 1 peseta en Madrid. 
Faleón.— Organización de los Tribunales en su 
relación con la Administración de la justicia penal; 
50 céntimos de peseta en Madrid. 
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Para mayor facilidad se ha dividido en cinco cua-
dernos. Derecho civil, 99'50 pesetas; Penal, I y 
1'50; Mercantil, I y 1'25; Procedimientos judi-
ciales, 0 y 6'25; y Derecho político y administra-
tivo y Disciplina eclesiástica, 9 y 9'50 pesetas. 
Preparaclón para el ejercicio práctico de dichas 
oposiciones. Tramitación y formularios en materia ci-
vil y criminal, por D. J. M. de Cn pun; 6 y 0'50 pts. 
Programa para el examen de ingreso en las Es• 
cuelas de Comercio; 0'50 pesetas. 
Programa de preguntas para las oposiciones 
á Registros de la propiedad de 1880. Precio, 1 pe-
seta (último publicado). 
CONTESTACIÓN Á ESTE PROGRAMA ,—Primer ejercicio: 
El cuaderno 1." trata de las cuestiones de Derecho 
civi', 4 y 4'50 pesetas ; el 2.° íd. de Legislación hi- 
potecaria, 4'50 pesetas; el 8.° Legislación nota-
rial, 2 pesetas, y el 4.° Cuestiones de Derecho Admi-
nistrativo, Legislación del impuesto sobre Derechos 
reales y Transmisión de bienes y procedirnentos ju-
diciales, 2 pesetas. 
Segundo ejercicio 
Cuestiones de Derecho civil ó indicaciones genera-
les para las contestaciones á los temas de Derecho ci-
vil: el cuaderno 1.° comprende los temas 1. ° al 23 in-
clusive, 5 pesetas; el cuaderno 2.° comprende desde el 
tema 24 al 50 inclusive, 3 pesetas. 
Total de los seis cúadernos, 20 y 21 pesetas. 
Nuevo programa para oposiciones á Registros 
de la propiedad de Ultramar de 23 de Septiembre de 
1890; 1 peseta en Madrid. 
Programa de preguntas para los ejercicios de 
oposición á las plazas de Abogados del Estado en 1889 
y 90; 1 peseta en Madrid. 
Programa e lustruccion que han de regir en 
las oposiciones para el ingreso en el Cuerpo de em-
pleados de Aduanas; 1'50 pesetas en Madrid. 
Programas del Cuerpo de Ayudantes de Obras 
públicas y do Telégrafos; 1'50 pesetas en Madrid. 
Programas de las materias que constituyen el 
Calvo.—Los poderes del Estado, sus conflictos y 
manera de resolverlos, 1 peseta en Madrid, rústica. 
Ots y Esquerdo.—La locura ante los Tribunales 
ó Estudio médico-legal de la irresponsabilidad del 
loco; 1 peseta en Madrid, rústica. 
VIII 
OBRAS VARIAS DE DERECHO 
Resolución de cien cuestiones de Derecho, o sea 
contestación a los cien temas de Derecho civil, pe-
nal, comercial y procesal, que comprende el progra-
ma para el segundo ejercicio de las oposiciones á las 
plazas de Aspirantes a la Judicatura de 1883. Su pre-
cio, 25 pesetas. 
Discusión parlamentaria del Código civil. 
—Discursos pronunciados en el Senado durante la legis-
latura de 1888 á 1889, publicados por la Revista: un 
tomo de 832 páginas, 10 pesetas en Madrid y111 en 
provincias, rústica (2 más en pasta'. 
Fernández Luis.—Derechos reales sobre bienes 
inmuebles. — (Estudios prácticos sobre el Derecho ci-
vil y la legislación hipotecaria).—Un tomo en 4.° ma- 
yor , 6 pesetas en Madrid y t en provincias, rústica. 
blackenzie.—Estudios de Derecho romano; un to-
mo en 4.° de más de 460 páginas, 5 pesetas en Ma-
drid y 5 650 en provincias, rústica. 
Torres Campos.—Nociones de Bibliografia y Li-
teratura jurídicas de España; un tomo en 8.°, 3 pe-
setas en Madrid y 3`50 en provincias, rústica. 
SECCIÓN SEGUNDA 
OBRAS DE HISTORIA 
I 
Biblioteca histórica. 
Sfommsen.—Historia de Roma. —Versión caste-
llana por A. García Moreno, con un prólogo y notas 
de la parte relativa á España por F. Fernández y 
González.—Nueve tomos en 4.° (1.° al 9.° de esta Bi- 
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Telmo Vega.—Derechos de la madre binaba.
—Me-
moria publicada en la Revista; 1 peseta en Madrid. 
Orgauizaclón judicial.— Discursos pronuncia-
dos en el Senado el día 7 y 8 de Junio de 1887, por 
D. Vicente Romero y Girón y D. Manuel Alonso Mar-
tínez; 1 peseta en Madrid. 
El Jurado.—Discursos pronunciados los días 24, 
25 y 26 de Enero de 1888 en d ifensa del estableci-
miento del Jurado para los juicios criminales, por don 
Vicente Romero y Girón; I peseta en Madrid. 
Causa de Archidona.—Defensa de D. Ricardo 
l'eris hecha ante el Supremo Tribunal, por D. Vicente 
Romero Girón; 2 y 2'30 pesetas, en rústica. 
Estudio critico del Código civil español, por el 
Excmo. Sr D. Vicente Romero y Girón; 2 pesetas en 
Madrid y 2`30 en provincias. 
Gracia y Parejo.—De las Fundaciones como 
personas jurídicas; f peseta en Madrid. 
Jimeno Aglus.—El suicidio en España, 1 pese-
ta.—La criminalidad en España, 1 peseta en Madrid. 
Torres Campos.—La pena de muerte y eu apli-
cación en España; 1 peseta en Madrid. 
R omero Girén.—La cuestión de las Carolinas 
entre España y Alemania; 1 peseta en Madrid. 
Pisa Pajares. — Derecho romano, acerca de la 
validez y subsistencia del testamento otorgado por 
los ascendientes y descendientes. Reformas sanciona-
das por la Novela 115. ¿Debe admitirse en buenos 
principios de derecho la absoluta libertad de testar? 
Trabajos publicados en la Revista de los Tribunales.—
Precio, 1 630 pesetas en Madrid. 
Fiare.—Efectos internacionales de las sentencias 
de los tribunales; versión castellana, anotada y com-
pletada; 2 pesetas en Madrid y 2'30 en provincias. 
WIneent.—Las personas  los actos extranjeros 
rete los tribunales franceses, por Mr. René y Vincent; 
versión castellana y suctads; 2 pesetas en Madrid y 
2 430 en provincias. 
Oliver y Esteller.—Breve sumario del Proyecto 
de Código dé Alemania y del proyecto de ley para su 
planteamiento; I pta. 
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SECCIÓN TERCERA 
OBRAS FILOSÓFICAS 
Tiberghien. — Generación de los conocimientos 
humanos en sus relaciones con la moral, la política y la 
religión. —Versión castellana de A. García Moreno, 
con una introducción y notas de D. N. Salmerón y 
D. U. González Serrano.—Cuatro tomos en 8.° (1.° 
al 4.° de esta Biblioteca), 14 ptas en Madrid y10 
en provincias, rústica. 
Giner .— Estudios filosóficos y religiosos; un tomo 
en 8.° (5.° de la Biblioteca), 3 ptas. Madrid y 3'50 
en provincias, rústica. 
SECCION CUARTA 
MISCELÁNEA, OBRAS CIENTÍFICAS, 
LITERARIAS, ETC. 
Cervantes. —El Ingenioso hidalgo Don Quijote de 
la Mancha; dos tomos en 8.° menor, encuadernado en 
tela en uno, 3 pts. en Madrid y 3'50 en provincias. 
Ilenao y INaùoz.—El ángel caído 6 la mujer, poe- 
ma familiar; obra ilustrada con grabados; 5 pesetas 
en Espetia, rústica. 
Iluitzer. — Elementos de matemáticas; traducción 
directa del alemán por los Sres. Jiménez y Merelo, 
con un prólogo de Echegaray. — Primera parte: Arit-
mética vulgar., 2 pesetas en Madrid y 2`50 en pro-
vincias. — Segunda parte: Aritmética universal, 4 pe-
setas y 4'50 en provincias, rústica. 
Z. Ortells. — Matemáticas al alcance de todos, un 
tomo en 8.°, 1'50 pesetas en Madrid. 
La Libertad de la Ciencia y el ultramontanis 
mo, ó sea el discurso de D. Miguel Morayta, ,juzga- 
do por ultramontanos y liberales; 1 pta. en Madrid. 
Ntranss. — La Antigua y la Nueva fe; un tomo en 
8.", encuadernado en tela, 3 pesetas en Madrid. 
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blioteca): 45 ptas. en Madrid y 48 en provincias, 
rústica (6 pesetas más en pasta). 
Weher. — Historia contemporánea de 1830 s 18'72. 
—Versión castellana, aumentada con tres apéndices, 
uno sobre la Historia y Constitución de los Estados 
americanos, sobre los principales acontecimientos de 
España hasta 1898, y otro sobre la cuestión de Orien-
te, y anotada por A. García Moreno.—Cuatro tomos 
en 4." (10 al 13 de esta Biblioteca): 20 pesetas en Ma-
drid y 22 en provincias (6 pesetas más en pasta). 
García Moreno. —Introducción á la Historia 
indicaciones generales sobre la Historia de Oriente.--
(Agotada.) En preparación Is 3.' edición en dos tomos. 
Merivale. — Historia de los Romanos bajo at Impe-
rio. — Traducción de la reciente edición inglesa, ano-
tada por D. A. García Moreno. Van publicados los 
cuatro primeros tomos (15 al 18 de la Biblioteca).—Su 
precio, 5 pesetas en Madrid y 5'50 en provincias, 
cada tomo, rústica (l'50 más ea pasta. 
II 
OBRAS VARIAS DE HISTORIA 
Curtiuet.—Historia de Grecia; versión castellana, 
anotada y con un índice alfabético y explicativo de 
los términos étnicos, geográficos y mitológicos, por 
A. García Moreno; ocho tomos en 8.° mayor, .10 pe- 
setas en Madrid 42 en provincias, rústica (12 pese- 
tas más en pasta). 
Garcia Moreno.—Compendio de Historia de Ro-
ma; un tomo (agotada). En preparación la segunda 
edición 
Idease.—Compendio de Historia Universal; dos to-
mos en 8.°, 10 pesetas en Madrid y 11 en provincias, 
rústica. 
Guizot. — La Revolución de Inglaterra; un tomo en 
8.", encuadernado en tela, 4 pesetas en Madrid y 4'50 
on provincias. 
Pedregal. —Estudios sobre el  engrandecimiento y 
decadencia de Espacia: uu tomo en 4. ° de más de 300 
paginas, 4 pesetas en Madrid y -1'5O en provincias, 
rústica. 
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Este librito se halla rl ^e venta en el Centro 
editorial de hórigora, San hoque, 1 ., Madrid, •y 
en las principales librerías, al precio de una 
peseta en raistica y'Ina veinticinco en tela. 
OTRAS PUBLICACIONES DE LA M I SMA CASA 
Código civil reformado (sexta edición), ano• 
talo profusamente con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, etc., etc.; 4 pesetas en Ma-
drid y 4'50 en provincias, en tela. 
Código de comercio vigente en la Península, 
las Antillas y Filipinas (sexta edición), anotada 
con la jurisprudencia y numerosas referencias; 
3 pesetas en Madrid y 3'50 'en provincias, en 
tela. 
Ordenanzas generales de la Renta de  A dua-
nits de 15 de Octubre de 1894 (tercera edición);. 
3'50egesetas en Madrid y 4 en provincias. 
Código penal para la Península (sexta edi• 
cl on), anotado y con 84 tablas de duración de 
las penas, etc., etc.; 3 y 3'50 pesetas, en tela. 
Ley do Enjuiciamiento civil (cuarta edición) 
con todas las reformas introducidas en la mis 
ma y con varios apéndices; 7 y 7'50 pesetas. 
Ley de Enjuiciamiento, criminal anota( 
con la jurisprudencia del Supremo; 4 y 4'i 
pesetas. I1, 
